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B.1. Demanda 

tI\ 

B. DEBATE CONSTITUCIONAL 

La demanda se sustenta en los siguientes argumentos: 

El inciso 3 del artículo 42 de la Ley 29277, de la Carrera Judicial, que establece 
que existe incompatibilidad por razón de parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, por matrimonio y unión de hecho, "3. 
entre el personal administrativo y entre éstos y el personal jurisdiccional, 
perteneciente al mismo distrito judicial" contraviene los artículos 2.15, 4, 22, 23 
y 26.1 de la Constitución. 

La disposición cuestionada regula la figura del "nepotismo". De acuerdo con el 
Decreto Supremo 021-2000-PCM, del 30 de junio del 2000, "el nepotismo 
constituye una práctica inadecuada que propicia el conflicto de intereses entre el 
interés personal y el servicio público". La normativa contra el nepotismo busca 
impedir que en el sector público funcionarios de dirección o personal de 
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SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Lima, a los 22 días del mes de enero de 2019, el Tribunal Constitucional, en 
sesión del Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados Blume Fortini, 
presidente; Miranda Canales, vicepresidente; Ramos Núñez, Sardón de Taboada y 
Ledesma Narváez, pronuncia la siguiente sentencia, con el abocamiento del 
magistrado Ferrero Costa, aprobado en la sesión de Pleno de fecha 5 de setiembre 
de 2017. Asimismo, se agregan los fundamentos de voto de los magistrados 
Miranda Canales y Ramos Núñez y el voto singular del magistrado Blume Fortini. 
Se deja constancia que el magistrado Espinosa-Saldaña Barrera votará en fecha 
posterior. 

I. ANTECEDENTES 

A. PETITORIO CONSTITUCIONAL 

15 de setiembre de 2014, el Ilustre Colegio de Abogados de Puno 
demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 3 del artículo 42, de la 

9277, de la Carrera Judicial, que establece la "incompatibilidad por razón de 
parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad, por 
matrimonio y unión de hecho [...] entre el personal administrativo y entre éstos y el 
personal jurisdiccional, perteneciente al mismo distrito judicial. 

La entidad demandante sostiene que mediante tal dispositivo legal se contravienen 
el inciso 15 del artículo 2 y los artículos 4, 22, 23, 26 de la Constitución, puesto que 
se están vulnerando el derecho al trabajo, a la igualdad de oportunidades laborales 
sin discriminación y a la unidad familiar. 
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confianza contraten a sus familiares o ejerzan influencia para la contratación de 
estos. No obstante, el artículo 2 del decreto supremo referido indica también 
que no configura acto de nepotismo la renovación de contratos de servicios no 
personales pre-existentes, realizados de acuerdo a la normatividad sobre 
contrataciones y adquisiciones del sector público. 

Según el demandante, la Ley 26771, sobre la prohibición de ejercer la facultad 
en nombramiento y contratación de personal en el sector público en casos de 
parentesco, ha definido los parámetros de la figura de nepotismo en el 
entendido de que la incompatibilidad por razón de parentesco solo alcanza a 
quienes gozan de la facultad de nombramiento y contratación de personal o 
tienen injerencia directa o indirecta en el proceso de selección. 

De acuerdo con el demandante, la Ley 29277, de la Carrera Judicial, en su 
artículo 42 tiene un contenido idéntico a la última disposición vigente recogida 
en el artículo 198 del Decreto Supremo 017-93-JUS, Texto Único Ordenado de 

ica del Poder Judicial, pese a que dicha norma se enmarca dentro 
ón correspondiente al régimen de los magistrados. 

o, el demandante sostiene que las incompatibilidades por razón de 
arentesco para el cargo de juez de paz se configuran únicamente con los 

jueces, pero no con los secretarios y relatores, y mucho menos con el personal 
administrativo. De esta forma, alega el demandante que, con mayor razón, para 
el caso de los jueces en general, las incompatibilidades por razones de 
parentesco solo deben alcanzar a estos últimos. 

Además, según el demandante el dispositivo legal cuestionado contraviene el 
derecho al trabajo. Al respecto, alegan que la Constitución proclama que uno de 
los principios que gobierna la relación laboral es el de la igualdad de 
oportunidades sin discriminación. Por ello, concluye el demandante que si 
existen leyes que restringen, limitan o mutilan los derechos de los trabajadores, 
estas deben ser modificadas o derogadas y, en caso ello no ocurra, deben ser 
inaplicadas o declaradas inconstitucionales. 

En tal sentido, según el demandante, el dispositivo legal objeto de control 
constitucional vulnera de forma manifiesta el artículo 22 de la Constitución, al 
impedir el acceso a un puesto de trabajo. El desarrollo normativo de este 
derecho no debe suponer que no se respete el contenido esencial del derecho en 
mención. 

Para el demandante, carece de razonabilidad declarar la incompatibilidad por 
razón de parentesco entre el personal administrativo y el personal jurisdiccional 
de un mismo distrito judicial, cuando ninguno de ellos se desempeña como 
uncionario de dirección o personal de confianza con facultad de nombramiento 



CA DI, 

g<‹. 

 

Caso "incompatibilidad por parentesco en sede judicial" I 	5 

TRIBUNA ONSTITUCIONAL 

y contratación de personal o tiene la capacidad de ejercer injerencia en el 
nombramiento y la contratación de personal. Por ejemplo, si ambos parientes 
son asistentes administrativos o secretarios, se advierte que ninguno ejerce labor 
de funcionario de dirección o de personal de confianza con facultad de 
nombramiento, por lo que no se tiene razón para apartarlo o negar su ingreso a 
uno de estos centros laborales del mismo distrito judicial. 

El demandante ha glosado una serie de disposiciones legales del derecho 
comparado sobre las incompatibilidades por parentesco. Así, se ha citado la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de España (artículo 391 y 392), la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires (artículo 15), el Código Orgánico 
de Tribunales de Chile (artículo 258), la Ley Orgánica de la Judicatura y de 
Organización de los Tribunales de Uruguay (artículo 93) y la Ley Orgánica del 
Estado Judicial de México (artículo 23). El Ilustre Colegio de Abogados de 
Puno, luego de cada una de las glosas ha añadido un comentario indicando en 
general que las incompatibilidades de parentesco no tendrían el alcance que 

ormativa peruana por cuanto dicha normativa en la mayoría de los 
refiere al personal administrativo. 

Contestación de la demanda 

La contestación de la demanda se sustenta en los siguientes argumentos: 

- El representante del Congreso de la República sostiene que la norma cuestionada 
busca impedir actos ilícitos, por ello se dispone la referida incompatibilidad por 
parentesco. 

Así, sostiene que el tipo penal de "patrocinio ilegal" del artículo 385 del Código 
Penal "puede realizarse con mayor incidencia cuando hay parientes que podrían 
gestionar intereses de particulares". Sucede lo mismo con el cohecho pasivo y 
el tráfico de influencias. Delitos que se "facilitan cuando se tiene parientes 
dentro de un mismo distrito judicial puesto que las redes de corrupción son más 
fáciles de crear y por tanto, hacer que el Poder Judicial en lugar de resolver 
conflictos, no permita a los justiciables que sus casos se resuelvan con las reglas 
de derecho". 

Para el Congreso de la República es innegable que existe mayor posibilidad de 
organizar un acto de corrupción con un pariente que con un extraño, puesto que 
este podría denunciar cualquier insinuación. 

También se sostiene que las relaciones de parentesco debilitan un ámbito 
saludable para el control interno y para la evaluación, además de perturbar la 
disciplina laboral debido a la falta de imparcialidad del superior para ejercer una 
potestad de mando sobre los servidores vinculados familiarmente. 
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Con relación a las referencias sobre el derecho comparado, el Congreso de la 
República ha citado el "Reglamento para el Ingreso Democrático e Igualitario al 
Ministerio Público de Argentina" (artículo 14), la Ley Orgánica del Poder 
Judicial del Estado de México (artículo 23), la Ley del Órgano Judicial de 
Bolivia (artículo 22), la Ley de Organización Judicial de República Dominicana 
(artículo 5), el Código Judicial de Panamá (artículo 53), la Ley de Carrera 
Judicial de Honduras (artículo 10, 11 y 54) y la Ley del Consejo y la Judicatura 
de la Carrera Judicial (artículo 56) del mismo país. A partir de ello, afirma la 
demandada que la norma cuestionada es similar a la de otras legislaciones del 
derecho comparado. 

Sobre la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de México (artículo 23), el 
Congreso de la República ha especificado además que la referencia realizada 
por el demandante no resulta de buena fe, por cuanto omitió una parte de tal 
regulación que contradice sus argumentos, puesto que también en ella se hace 

rencia en dicha norma a la incompatibilidad en relación con parientes en el 
no jurisdiccional. 

erado del Congreso de la República sostiene que en virtud de la "ley de 
onderación" la norma cuestionada no sería inconstitucional puesto que el 

grado de afectación de la libertad de trabajo es inferior al grado de satisfacción 
que brinda la ley. Esto es "garantizar el adecuado funcionamiento de los 
juzgados y salas", evitando perturbar los procesos judiciales mediante la 
influencia indebida por parte del personal administrativo emparentado con el 
personal jurisdiccional o con integrantes del propio personal administrativo. 

Con ello no se estaría sacrificando el derecho al trabajo puesto que, de 
producirse la incompatibilidad, se procedería a la reubicación laboral en otro 
distrito judicial. En tal sentido, se trataría de una intervención leve. Asimismo, 
el demandado alega que el grado de optimización del funcionamiento del Poder 
Judicial es intenso, puesto que "establece una medida necesaria para garantizar 
la proscripción de conductas dolosas y el establecimiento de redes que podrían 
generar corrupción". 

Frente a los argumentos del demandante que cuestionan una situación de 
discriminación entre aquellos que tienen y no tienen parentesco, el Congreso 
plantea la realización del test de igualdad. Inicia tal análisis indicando que el 
objetivo de la norma cuestionada es "evitar que se comentan ilícitos de 
naturaleza penal como los que se han mencionado anteriormente o que se 
facilite la creación de redes de corrupción o se distorsionen las actividades del 
personal administrativo". La medida cuestionada pretende impedir el perjuicio 
de la imagen y legitimidad del Poder Judicial. 
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Sobre el examen de necesidad, el Congreso observa que la medida ahora 
cuestionada es la mejor alternativa para lograr una correcta administración de 
justicia, al generarse una mínima intervención en el derecho al trabajo porque 
solo produce una limitación de intensidad leve. Por ello concluye que el artículo 
42, inciso 3, de la Ley 29277 no incurre en discriminación alguna puesto que 
cualquier ciudadano puede postular y acceder a un puesto de trabajo, salvo que 
se produzca la incompatibilidad por parentesco. 

Asimismo, el demandado añade que, en caso se dieran los supuestos del inciso 3 
del artículo 42 impugnado, el postulante podrá optar por otro distrito judicial en 
caso de ingreso. O en el supuesto en que dos familiares postulen a diferentes 
plazas en un mismo distrito judicial, y sean elegidos, corresponderá que uno de 
ellos sea trasladado a otro distrito judicial. Respecto a una posible 
incompatibilidad sobreviniente, deberá ser reubicado atendiendo a las 
circunstancias personales del involucrado. 

Agrega también que al establecer las incompatibilidades del inciso 3 del artículo 
e la Ley 29277, impidiendo que existan vínculos de parentesco con los 

tre los propios integrantes del personal administrativo, se están 
las condiciones de eticidad y probidad para la resolución de 

ctos. Con tal medida se descartan los posibles conflictos de intereses que 
ueden surgir entre quienes tienen poder para realizar gestiones ilegales. 

Sobre el subexamen de proporcionalidad, y tomando en cuenta que el fin 
constitucional es garantizar el óptimo desarrollo de las actividades 
jurisdiccionales del Poder Judicial (artículo 138 de la Constitución), el 
Congreso estima que "se trata de una intervención grave al derecho a la 
igualdad, por cuanto supone la incidencia en el ejercicio del derecho 
constitucional al trabajo". De otro lado, agrega que la optimización del 
desarrollo de las actividades jurisdiccional del Poder judicial es de grado 
elevado. 

Más allá de lo previamente indicado, el demandante concluye que no hay 
discriminación, sino que existe un elemento objetivo de diferenciación a fin de 
optimizar el funcionamiento del Poder Judicial, al evitar que existan relaciones 
de parentesco entre los jueces y el personal administrativo que propicien 
situaciones que faciliten la concertación de voluntades para que se produzcan 
hechos de naturaleza dolosa. 

- Acera de la supuesta vulneración a la unidad familiar, el Congreso de la 
República considera que esta debiera ser declarada improcedente porque no se 
ha cumplido con el requisito que deben tener las demandas de 
inconstitucionalidad, esto es, indicar los fundamentos que sustentan la 



El Ilustre Colegio de Abogados de Puno ha planteado que el inciso 3 del artículo 42 
de la Ley de la Carrera Judicial puede ser interpretado, al menos, de dos maneras. 
Una primera opción interpretativa entiende que el dispositivo legal en cuestión solo 
sería aplicado al personal de confianza o que ejerce un cargo de dirección. Para el 
demandante, esta interpretación sería constitucionalmente legítima debido a que los 

§ 1. DETERMINACIÓN DEL ALCANCE DE LA DEMANDA 

\J)  3.  
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/ pretensión, tal como lo indica el artículo 101, inciso 3, del Código Procesal 
Constitucional. 

El demandado menciona que mediante la Resolución Administrativa 175-2006-
CE-PJ se aprobó Directiva 004-2006-CE-PJ, disponiendo que los postulantes al 
concurso interno de selección de relatores y secretarios de las salas 
permanentes, presenten declaración jurada declarando que no tienen 
incompatibilidad por razón de parentesco, no siendo considerados aquellos que 
incurran en tal incompatibilidad. 

Finalmente, el demandado hace referencia también a la Resolución 
Administrativa 087-2008-CE-PJ, del 10 de abril de 2008, estableciéndose que 
para el acceso del personal administrativo a un cargo en el Poder Judicial se 
debe verificar que no haya incompatibilidades en los postulantes o nuevas 
contrataciones a fin de que se cumpla lo establecido en la Ley 26766. Añade 
que si se genera una incompatibilidad sobreviniente, se establece un 
procedimiento por el cual uno de los cónyuges tendrá que ser trasladado a otro 

trito judicial, lo que se realizará atendiendo a las reales condiciones de cada 
olucrado. Por esta razón, sostiene el demandado que la disposición 

a no vulnera el derecho a la unidad familiar. 

II. FUNDAMENTOS 

En el presente caso el Tribunal Constitucional debe determinar si el inciso 3 del 
artículo 42 de la Ley 29277, de la Carrera Judicial, contraviene la libertad de 
trabajo (art. 2.15 de la Constitución), el derecho a la igualdad de oportunidades sin 
discriminación en la relación laboral (artículo 26.1 de la Constitución) y el derecho 
a la unidad familiar (artículo 4 de la Constitución). 

. El dispositivo legal cuestionado establece lo siguiente: 

Artículo 42.- Incompatibilidades 

Hay incompatibilidad por razón del parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, por matrimonio y unión de hecho: 
[•• .] 
3. entre el personal administrativo y entre éstos y el personal 
jurisdiccional, perteneciente al mismo distrito judicial. 
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empleados con poder de decisión sobre la contratación o nombramiento de personal 
podrían favorecer a sus parientes. 

Así, las incompatibilidades propuestas en dicho inciso serían razonables siempre 
que alguno de los trabajadores públicos fuese personal de confianza o de dirección, 
con la facultad para el nombramiento o la contratación. En esta situación, el 
dispositivo sería constitucional porque precisamente se evitarían las situaciones de 
nepotismo configuradas en la Ley 26771. 

La segunda opción interpretativa plantea que el inciso en cuestión sea aplicado a los 
trabajadores que no tienen poder de decisión en el proceso de contratación o 
nombramiento. Bajo este supuesto, esta interpretación sería inconstitucional, ya que 
no existe razón que sustente la incompatibilidad entre el personal administrativo y 
entre estos y el personal jurisdiccional, de un mismo distrito judicial. Y es que, si dicho 
personal nada tiene que ver con aspectos referidos a la contratación o el 
nombramiento, la relación de parentesco no implicaría beneficio ilegal alguno. Más 
aún si es que se considera que las contrataciones ocurren mediante concurso 
público de méritos. 

olo se centrará en la segunda opción interpretativa, por cuanto, como 
, es únicamente esta la que el demandante considera inconstitucional. 

e, a decir del Ilustre Colegio de Abogados de Puno, con esta norma se 
tringiría ilegítimamente la libertad de trabajo, el derecho a la igualdad de 

oportunidades sin discriminación en la relación laboral y el derecho a la unidad 
familiar. 

A continuación se analizará si es que resulta efectivamente inconstitucional 
establecer una incompatibilidad de parentesco entre trabajadores administrativos y 
entre estos y trabajadores jurisdiccionales, cuando ninguno de ellos sea personal 
con poder formal de contratación o nombramiento. 

§ 2. EL CORRECTO FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA EN EL ÁMBITO 
DEL PODER JUDICIAL COMO PRINCIPIO CONSTITUCIONAL 

8. Una medida como la sometida al presente control de constitucionalidad tiene como 
objetivo evitar conflictos de intereses entre el personal administrativo y entre éste y 
el personal jurisdiccional de un mismo distrito judicial, con lo cual, a su vez, se 
buscaría garantizar el correcto funcionamiento de la Administración Pública, que 
constituye un principio que se desprende de la Norma Fundamental de 1993 y que 
en el presente caso se aplica al ámbito del Poder Judicial. 

Al respecto, si bien el correcto funcionamiento de la Administración Pública no ha 
sido recogido en la Constitución Política de 1993 como un principio constitucional 
expreso, debe ser considerado, en cambio, como un principio constitucional 
implícito y, por lo tanto, de igual fuerza normativa 
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Sobre el particular, este Tribunal considera que disposiciones como las recogidas en 
los artículos 39 y 44 de la Constitución proporcionan criterios para dotar de 
contenido a este principio. En efecto, de acuerdo con la primera de las 
disposiciones aludidas: "Todos los funcionarios y trabajadores públicos están al 
servicio de la Nación". 

1. De conformidad con el artículo 44: 

Son deberes primordiales del Estado: defender la soberanía nacional; 
garantizar la plena vigencia de los derechos humanos; proteger a la 
población de las amenazas contra su seguridad; y promover el bienestar 
general que se fundamenta en la justicia y en el desarrollo integral y 
equilibrado de la Nación. 

12. Ahora bien, de acuerdo con lo sostenido por este Tribunal en su jurisprudencia, del 
referido artículo 39 de la Constitución se desprende el principio de "buena 
administración" (Cfr. Sentencias 2235-2004-AA/TC y 2234-2004-AA/TC); en 
tanta ue los deberes primordiales del Estado explicitados en el mencionado 

a Norma Fundamental son también atribuibles a los funcionarios 
ecos (Sentencia 0008-2005-PI, fundamento 14). 

s, este Tribunal ha tenido oportunidad de sostener que el correcto 
ncionamiento de la Administración Pública constituye un bien de índole 

constitucional cuya protección podría justificar incluso la intervención del Derecho 
Penal (Sentencia 00017-2011-P1/TC, fundamento 16). 

14. En todo caso, cabe recordar que el Tribunal Constitucional ha afirmado que los 
actos en los que los funcionarios públicos quebranten el correcto desempeño en el 
ejercicio de sus funciones atentan también contra las bases mismas del Estado 
(Sentencia 00017-2011-P1/TC, fundamento 15). 

§ 3. POLÍTICAS ANTINEPOTISMO Y SERVIDORES DEL PODER JUDICIAL 

15. El inciso 3 del artículo 42 de la Ley de la Carrera Judicial es en realidad una 
medida para combatir el nepotismo. En efecto, este Tribunal entiende que es el 
nepotismo y sus variantes y derivaciones, lo que el dispositivo legal cuestionado 
pretende combatir. 

16. Acerca del nepotismo debe indicarse que el artículo 1 de la Ley que Establece la 
Prohibición de Ejercer la Facultad de Nombramiento y Contratación de Personal 
en el Sector Público en casos de Parentesco, Ley 26771, modificada por la Ley 
30294, indica lo siguiente: 

Los funcionarios, directivos y servidores públicos, y/o personal de 
confianza de las entidades y reparticiones públicas conformantes del 
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Sector Público Nacional, así como de las empresas del Estado, que gozan 
de la facultad de nombramiento y contratación de personal, o tengan 
injerencia directa o indirecta en el proceso de selección se encuentran 
prohibidos de nombrar, contratar o inducir a otro a hacerlo en su entidad 
respecto a sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad, por razón de matrimonio, unión de hecho o convivencia. 
Extiéndase la prohibición a la suscripción de contratos de locación de 
servicios, contratos de consultoría, y otros de naturaleza similar. 

17. Es claro que un servidor público o funcionario con la facultad para nombrar o 
contratar o con alguna injerencia (directa o indirecta) respecto de dicha decisión 
está impedido de ejercer tal poder a favor de un pariente. Eso en líneas generales es 
lo que establece la ley. 

8. Piénsese por ejemplo en la situación en que un familiar de un juez superior gane un 
concurso público para integrar una plaza en la estructura del Poder Judicial del 

ismo distrito judicial en donde el vocal se desempeña. Por muy respetable que 
bos profesionales sean y que la contratación haya sido realizada mediante un 

concurso público y objetivo, las sospechas sobre interferencias o conflictos de 
recerían la legitimidad de tal decisión. 

etarse que se está partiendo de un supuesto devaluativo de la persona o de 
servidores públicos. No obstante, este Tribunal considera que en realidad estas 

medidas antinepotismo no hacen sino responder a una expectativa razonable de la 
imagen que tal situación puede generar ante la opinión pública. 

20. En efecto, en la Administración Pública, y más aun en el contexto del Poder 
Judicial, las apariencias de imparcialidad también son importantes. Así, debe 
agregarse que no solo los actos de corrupción socavan "la confianza ciudadana en 
los servidores de la Nación" (Sentencia 0008-2005-PI/TC, fundamento 16), sino 
también los contextos proclives a la generación de conflictos de intereses. Son estos 
aspectos los que las políticas antinepotismo, como la que ahora se analiza, 
pretenden combatir. 

'yo 

21. El nepotismo, sin embargo, no solo se manifiesta en procesos de contratación o 
nombramiento. En realidad, las políticas para combatir el nepotismo buscan 
proscribir, en general, aquellas preferencias dadas a los parientes en el ámbito 
laboral de la función pública. Preferencias que no se limitan a la contratación o 
nombramiento. En realidad las preferencias pueden incluir mejoras salariales, mejor 
trato que al resto de los trabajadores, diferenciación en la carga de trabajo, 
privilegios en el ascenso, entre otros ejemplos. 

22. Este tipo de conductas que favorecen a los parientes también deben ser 
desincentivadas debido a que generan contextos proclives a la configuración de 
conflictos de interés. Al respecto, debe tenerse en cuenta que el artículo 8 de la Ley 
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del Código de Ética de la Función Pública, Ley 27815, prohíbe que los servidores 
públicos mantengan intereses en conflicto. 

23. Pero los efectos del nepotismo no solo generan contextos o situaciones proclives a 
conflictos de intereses, sino que también pueden perjudicar el correcto 
funcionamiento de una institución. Un efecto razonablemente previsible es la 
disminución en la productividad. Si es que los demás trabajadores perciben la 
preferencia hacia cierto personal originada por el hecho de ser pariente de otro 
trabajador que, incluso, sin tener formalmente una situación de poder, tiene una 
influencia indirecta en la toma de decisiones, es claro que los niveles de 
compromiso hacia el trabajo se verían afectados. 

4. Esta afectación en la productividad se relaciona con la eficiencia. Y es que no se 
trata solamente de considerar aspectos relativos a la contratación o nombramiento 
de personal, circunstancias en las que, en muchas ocasiones, las reglas formales 
escritas conviven con reglas no escritas, sino también de tener en cuenta aquellos 

con el desempeño, como, por ejemplo, la posibilidad de llamar la 
incluso, separar o recomendar la separación de un familiar cuando su 
no es acorde a las exigencias de la labor. 

Así, si un trabajador se mantiene en un cargo o no se le llama la atención a pesar de 
no estar rindiendo adecuadamente, solamente porque tiene el apoyo de un pariente 
o familiar —que puede tener un poder formal o material al interior de determinado 
lugar de trabajo— es razonable pensar que ello afectará el compromiso del resto de 
trabajadores y, eventualmente, la ética del trabajo. 

26. Hasta aquí se ha explicado que las conductas que configuran nepotismo pueden 
hallarse no solamente al momento de la contratación, sino también al interior de la 
dinámica laboral. Se va delineando con ello la amplitud de situaciones en las que 
puede surgir el nepotismo. Y ello debe tomarse en cuenta también respecto de los 
sujetos involucrados en este tipo de conducta. 

27. La normativa referida ubica bajo el escrutinio de las medidas antinepotismo a las 
personas que tienen un poder formal de contratación. No obstante, sería un error no 
incluir a sujetos que, aún sin un poder formal de decisión, gozan de un poder 
material o de influencia en la toma de decisiones, no solo en procesos de 
contratación, sino también en la eventual evaluación del rendimiento laboral. 

28. En el ámbito de la Administración Pública, se ha reforzado esta línea de 
pensamiento, a tal punto que la Ley del Servicio Civil, Ley 30057, en su artículo 
83, establece lo siguiente: 

Los servidores civiles incluyendo a los funcionarios que gozan de la 
facultad de nombramiento y contratación de personal o tengan injerencia 
directa o indirecta en el proceso de selección o contratación de personas, 
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están prohibidos de ejercer dicha facultad en su entidad respecto a sus 
parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad y 
por razón de matrimonio. Son nulos los contratos o designaciones que se 
realicen en contravención de lo dispuesto en este artículo. 
Se aplica las mismas reglas en el caso de convivientes o uniones de 
hecho. 

29. El reglamento de esta ley (Decreto Supremo 040-2014-PCM) en su artículo 160 
entiende por injerencia indirecta aquella situación ejercida por un servidor o un 
funcionario: 

[que] sin formar parte de la unidad administrativa en la que se realizó la 
contratación o el nombramiento tiene, por razón de sus funciones, alguna 
injerencia en quienes toman o adoptan la decisión de contratar o nombrar 
en la unidad correspondiente. 

o expresado sirve para justificar el sustento legal y constitucional de las medidas 
ntinepotismo, en cuanto tienen por finalidad salvaguardar la legitimidad y el buen 

de las instituciones públicas. Pero también para advertir que leyes 
Ley 26771 pueden regular cuestiones relativas al nepotismo, como 

, establecer impedimentos de contratación o de situaciones 
mientes, como las que ahora se están cuestionado. 

§ 4. LIBERTAD DE TRABAJAR Y DERECHO AL TRABAJO 

31. Este Tribunal ha establecido que el inciso 15 del artículo 2 de la Constitución que 
reconoce el derecho "a trabajar libremente, con sujeción a ley", debe entenderse 
como el "atributo para elegir [...] la actividad ocupacional o profesional que cada 
persona desee o prefiera desempeñar, disfrutando de su rendimiento económico y 
satisfacción espiritual; así como de cambiarla o de cesar de ella" (Sentencia 0008-
2003-AI/TC, fundamento 26). 

32. En la Sentencia 0661-2004-AA/TC, fundamento 5, este Tribunal estableció que la 
libertad de trabajo comprende "el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y 
a dedicarse a la actividad que mejor responda a sus expectativas, la libre elección 
del trabajo, la libertad para aceptar o no un trabajo y la libertad para cambiar de 
empleo". 

33. En la Sentencia 0026-2008-PI/TC, fundamento 47, se añadió que su contenido 
incluye: 

el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la 
actividad que mejor responda a sus expectativas, a la libre elección del 
trabajo, a la libertad para aceptar, o no, un trabajo, y a la libertad para 
cambiar o renunciar de empleo. En buena cuenta, el derecho a la libertad 
de trabajo posee una doble dimensión. Una positiva, que garantiza a las 
personas la libertad de escoger la actividad a la cual desea dedicarse y con 



Caso "incompatibilidad por parentesco en sede judicial" I 	14 

TRIBU L CONSTITUCIONAL 

 

la cual pretende garantizar su sustento; y otra negativa, que consiste en la 
garantía de no ser obligado a ejercer una profesión o un oficio específicos, 
así como la posibilidad de retirarse de una actividad o de cambiar la 
forma en que se realiza. 

En tal sentido, un dispositivo legal que impida o limite la libertad de elegir, cambiar 
o renunciar a determinada actividad laboral podría vulnerar la libertad de trabajo 
reconocida en el inciso 15 del artículo 2 de la Constitución. Debe precisarse que no 
toda limitación debe ser considerada como una vulneración a la libertad de trabajo, 
sino tan solo aquellas limitaciones irrazonables o desproporcionadas. 

Por su parte, en la demanda también se hace referencia al artículo 22 de la 
Constitución en cuanto establece que "El trabajo es un deber y un derecho. [...]". Y 
también al artículo 23 de la Constitución en cuanto indica que el trabajo "es objeto 
de atención prioritaria del Estado [...]". En tal sentido, mientras que el inciso 15 del 
artículo 2 de la Constitución reconoce la libertad de trabajo, los artículos 22 y 23 se 
efieren al derecho fundamental al trabajo. 

xiste una diferencia entre los ámbitos protegidos por tales derechos. Mientras que 
la libertad 	trabajo protege la libertad de elección del trabajo o dicho en otros 

ertad para aceptarlo o no, así como la libertad para cambiar de empleo o 
, el derecho al trabajo, en cambio, implica, en general, el acceder a un 

e trabajo, en cuanto supone que el Estado adopte políticas orientadas a que 
población acceda a un puesto de trabajo. 

37. En este caso, el Ilustre Colegio de Abogados de Puno ha sido enfático en cuestionar 
que se está vulnerando el derecho de "acceder a un puesto de trabajo" (foja 14). En 
realidad lo que efectivamente se está cuestionando es la libertad de trabajo, por 
cuanto el inciso 3 del artículo 42 de la ley sometida a control constitucional estaría 
impidiendo que personas con algún familiar no puedan elegir trabajar o permanecer 
laborando en un mismo distrito judicial. 

38. Es decir, se estaría limitando la libertad de determinadas personas para poder elegir 
la actividad laboral que mejor responda a sus expectativas o dicho de otro modo, la 
libre elección del trabajo. Esta limitación no estaría impuesta por la exigencia de 
cualidades específicas del trabajador, el entrenamiento, el conocimiento o la 
experiencia, sino por el parentesco con una persona que ya trabaja en el mismo 
distrito judicial. 

39. Por lo tanto, la pretendida inconstitucionalidad del dispositivo legal cuestionado en 
virtud de los artículos 22 y 23 debe ser rechazada. Ahora bien, respecto a la libertad 
de trabajo, que como ya se ha visto sería el principio intervenido por el dispositivo 
legal cuestionado, debe determinarse a continuación si es que tal limitación vulnera 
la Constitución. 
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5. LIMITACIONES A LA LIBERTAD DE TRABAJO 

O. Si bien se descarta que mediante el dispositivo legal cuestionado se esté afectando 
el derecho al trabajo, queda por analizar si es que se está limitando 
desproporcionadamente la libertad de trabajo, reconocida en el inciso 15 del 
artículo 2 de la Constitución. 

1. Ya se ha precisado que la libertad de trabajo implica la protección de una 
dimensión positiva y negativa. La primera incluye la protección del derecho a elegir 
la actividad ocupacional o profesional, de aceptar o no un trabajo, así como la de 
cambiar de actividad laboral. Mientras que la segunda, protege la libertad de 
renunciar y la de no ser obligado a ejercer la profesión. 

Este Tribunal tiene una jurisprudencia firme y consistente sobre el particular en la 
que sostiene que los derechos y las libertades fundamentales no son ilimitados. 
Estas libertades están siempre limitadas en virtud de otros derechos o bienes 
jurídicos constitucionales. Es turno ahora de establecer si es que el inciso 3 del 
artículo 42 de la Ley de la Carrera Judicial interviene de manera irrazonable y 

porc 	da en la libertad de trabajo. 

nte, no basta con advertir que los derechos fundamentales pueden ser 
determinadas limitaciones para considerarlas como legítimas por sí 

mas. Existen límites (también llamados intervenciones) legítimos e ilegítimos a 
los derechos y libertades fundamentales. En tal sentido, para poder determinar si 
nos encontramos ante una medida o límite que resulte proporcionado, esto es, 
idóneo, necesario y ponderado, este Tribunal ha utilizado en varias ocasiones el test 
de proporcionalidad (ver Sentencia 0007-2006-PI/TC, fundamento 33 y ss.; 
Sentencia 0021-2012-PI/TC, 0008-2013-Pl/TC, 0009-2013-PUTC, 0010-2013-
PI/TC y 0013-2013-P1/TC, fundamento 219 y ss.). El test de proporcionalidad, tal 
como se ha expuesto en reiterada jurisprudencia, está compuesto por 
los subcriterios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. 

44. En primer lugar, se analizará si es que la ley cuestionada tiene un fin constitucional 
y si la medida es adecuada para alcanzarlo. En segundo lugar, se evaluará si no 
existe ningún otro medio alternativo que permita alcanzar el objetivo propuesto en 
la misma medida y que sea más benigno con la libertad intervenida, en este caso, 
con la libertad de trabajo. Finalmente, corresponde sopesar los derechos y 
principios que han entrado en conflicto para determinar cuál de ellos tiene un peso 
mayor según las circunstancias específicas y, por lo tanto, cuál de ellos prevalecerá 
sobre el otro y decidirá el caso, para lo cual se empleará la denominada ley de la 
ponderación que implica que "cuando mayor sea el grado de no satisfacción o 
restricción de uno de los principios, tanto mayor deberá ser el grado de importancia 
de la satisfacción del otro". A continuación se explicarán y aplicarán estos criterios 
al presente caso. 
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5.1. 	SUBCRITERIO DE IDONEIDAD 

Según el subcriterio de idoneidad, toda injerencia en los derechos fundamentales 
debe ser idónea para fomentar un objetivo constitucionalmente legítimo. Con ello 
no solo se enfatiza que el objetivo que se pretende alcanzar con la medida sea 
constitucional. La medida propuesta también debe ser adecuada; razón por la cual 
debe existir una relación de causalidad, de medio-fin, entre la medida limitativa (la 
ley que interviene un derecho) y el fin constitucionalmente legítimo que se pretende 
alcanzar con aquel (Sentencia 02235-2004-AA/TC, fundamento 6). 

46 Este procedimiento implica, de un lado, la distinción entre el objetivo y la finalidad 
que persigue la medida impugnada: el objetivo tiene que ver con el estado de cosas 
o situación jurídica que el legislador pretende alcanzar a través de una disposición 

gal; y la finalidad comprende el bien jurídico de relevancia constitucional que el 
ano pro 	or de la norma ha pretendido proteger a través de una disposición 

tro lado, tal procedimiento comporta verificar la adecuación de la 
consiste en la relación de causalidad, de medio a fin, entre el medio 

, través de la intervención legislativa, y el fin propuesto por el legislador 
encia 0021-2012-PI/TC, 0008-2013-PI/TC, 0009-2013-PI/TC, 0010-2013-

I/TC y 0013-2013-PI/TC, fundamento 221). 

47. Así, puede ocurrir por ejemplo que un dispositivo legal haya pretendido favorecer 
un fin constitucional, pero que la medida no sea razonablemente adecuada o idónea 
para alcanzar tal finalidad. En este caso, no se configuraría una relación directa y de 
causalidad medio-fin; por lo que el subexamen de idoneidad no habría sido 
superado. 

48. Pero, ¿cuáles son el objetivo y la finalidad que persigue inciso 3 del artículo 42 de 
la Ley de la Carrera Judicial? ¿Se trata de una medida adecuada para alcanzarlos? 
En la contestación de la demanda se sostiene que con la disposición legal se "busca 
impedir cualquier posible injerencia indebida en el trámite de los expedientes 
judiciales, evitándose así situaciones que faciliten la concertación de voluntades 
para la comisión de delitos que afecten el correcto funcionamiento del Poder 
Judicial" (fojas 58). 

49. Según el Congreso de la República, el dispositivo cuestionado busca impedir 
conductas delictivas, razón por la cual se dispone la referida incompatibilidad (fojas 
61). Más aún, advierte el demandado que los tipos penales como el patrocinio 
ilegal, cohecho pasivo propio y el tráfico de influencias se facilitan cuando se tiene 
parientes dentro de un mismo distrito judicial, puesto que las redes de corrupción 
son más fáciles de crear, haciendo del Poder Judicial una entidad que no permita 
que los casos se resuelvan con reglas de derecho. 
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Afirma el Congreso lo siguiente: 

Es innegable que existirá mayor posibilidad de organizar un acto de 
corrupción con un pariente a quien proponer dicha actividad ilícita que a 
una persona extraña, sin vínculos, sobre todo teniendo en consideración 
que cualquier insinuación de esa naturaleza podría ser denunciada por el 
personal jurisdiccional o administrativo al que se hubiera propuesto antes 
la instancia pertinente. 

En la audiencia pública del 13 de agosto de 2015, el representante del Congreso de 
la República agregó que el fin perseguido era la protección de la tutela 
urisdiccional efectiva. La argumentación presentada —aunque no desarrollada en 
1 escrito de la contestación de la demanda— buscaba sostener que la función 
dministrativa tiene cierta incidencia en la función jurisdiccional. Por consiguiente, 
i existiesen parientes en el mismo distrito judicial, se genera la posibilidad de que 
o se cumpla eficientemente con dicha función jurisdiccional. 

52. Más allá de lo alegado por el demandado, el Tribunal considera que medidas como 
la cu onada, que pretenden favorecer la lucha contra el nepotismo, tienen como 

flictos de intereses entre el personal administrativo y entre este y 
diccional de un mismo distrito judicial, con lo cual, a su vez, se 

aguardar el correcto funcionamiento de la Administración Pública, que 
resente caso se aplica al ámbito del Poder Judicial, de acuerdo a lo 

ncionado supra. 

53. Siendo ello así, este Tribunal estima que la medida empleada en la disposición 
sometida a control constitucional, esto es, el establecimiento de incompatibilidades 
para el desempeño laboral en un mismo distrito judicial entre el personal 
administrativo y entre este y el personal jurisdiccional por razón de parentesco 
hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, por matrimonio y 
unión de hecho, es adecuada para el logro del objetivo previamente referido, es 
decir, evitar conflictos de interés entre el personal administrativo y jurisdiccional en 
un mismo distrito judicial, lo cual resulta a su vez apropiado para conseguir el fin 
de relevancia constitucional que se pretende, que es el correcto funcionamiento de 
la Administración Pública en el ámbito del Poder Judicial, configurándose así, entre 
ellos, una relación directa o de causalidad. 

54. Al respecto, el correcto funcionamiento de la Administración Pública, en tanto 
principio constitucional implícito que rige en el ámbito del Poder Judicial y, en 
general, en las instituciones estatales ha sido uno de los retos más importantes que 
ha tenido la República. Dicho correcto funcionamiento es en realidad un requisito 
para poder dotar de efectividad a los valores y principios constitucionales de una 
forma sostenible en el tiempo y, así, garantizar el pleno ejercicio de los derechos 
fu ..amentales de los ciudadanos, lo que requiere el accionar eficaz y transparente 
/ 7-1 Estado. 
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De esta manera, cuando no se establecen medidas preventivas, correctivas y de 
sanción contra conductas que configuran nepotismo, se menoscaba el correcto 
funcionamiento de la Administración Pública, en el ámbito del Poder Judicial y, en 
último término, se socava la institucionalidad democrática y la legitimidad 
constitucional de los poderes públicos. 

En suma, el establecimiento de incompatibilidades para el desempeño laboral en un 
mismo distrito judicial entre el personal administrativo y entre este y el personal 
urisdiccional por razón de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad y 
egundo de afinidad, por matrimonio y unión de hecho, es una medida que tiene 
omo objetivo evitar conflictos de interés entre dicho personal y, de esta manera, 
onstituye una medida idónea para la salvaguarda del correcto funcionamiento de la 
dministración Pública en el ámbito del Poder Judicial, que es el fin legítimo 
retendido por el dispositivo legal cuestionado. Por consiguiente, el inciso 3 del 

artículo 42 de la Ley de la Carrera Judicial supera el subcriterio de idoneidad. 

5.2. 	SUBCRITERIO DE NECESIDAD 

criterio de necesidad se analiza si es que entre las diversas 
ualmente idóneas existentes para alcanzar el fin de relevancia 

nal perseguido, se ha elegido aquella que resulte menos gravosa para el 
que se interviene. Como tal, presupone la existencia de una diversidad de 

ernativas, todas adecuadas para conseguir el mismo fin, de las que será escogida 
aquella que genera menos aflicción sobre el derecho fundamental. En tal sentido, 
una medida será innecesaria o no satisfará este segundo subcriterio cuando la 
adopción de un determinado medio significa, o importe, un sacrificio desmesurado 
o manifiestamente innecesario del derecho limitado (Sentencia 0050-2004-PI/TC y 
acumulados, fundamento 109; Sentencia 0021-2012-PI/TC, 0008-2013-P1/TC, 
0009-2013-PI/TC, 0010-2013-PI/TC y 0013-2013-PI/TC, fundamento 227). 

riffll  59. Si bien es cierto que se podría pensar en medidas alternativas como la de sancionar 
posteriormente las conductas que configuran nepotismo o las preferencias hacia 
familiares en el trabajo, en los casos donde se confirme estas ventajas indebidas tal 
opción implicaría una gran dificultad y un alto costo. Y es que la determinación de 
tales preferencias puede ser fácilmente encubierta bajo formalidades, restando 
eficacia a esta medida alternativa. De ahí que se justifique, por lo demás, la 
dimensión de generalidad establecida en el inciso 3 del artículo 42 de la Ley de la 
Ca /a Judicial. 

58. Siendo ello así, ¿existe otra medida menos gravosa para salvaguardar el correcto 
funcionamiento de la Administración Pública en el ámbito del Poder Judicial? En 
principio, en la demanda no se ha hecho referencia a ninguna alternativa al 
dispositivo legal cuestionado. 
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0. Por lo tanto, este Tribunal no encuentra ni en los argumentos de las partes ni en las 
opciones razonablemente disponibles una alternativa normativa que implique una 
menor intervención en la libertad de trabajo o que resulte menos lesiva de esta, y 
que a la vez sea igualmente eficaz para el logro del fin constitucional que se 
persigue. Por consiguiente, el inciso 3 del artículo 42 de la Ley de la Carrera 
Judicial supera el subcriterio de necesidad. 

5.3. 	SUB CRITERIO DE PONDERACIÓN O PROPORCIONALIDAD EN SENTIDO 
ESTRICTO 

61 Por último, el subcriterio de ponderación o de proporcionalidad en sentido 
estricto establece que "cuanto mayor es el grado de la no satisfacción o de la 
afectación de un principio, tanto mayor tiene que ser la importancia de la 
satisfacción del otro" (Sentencia 0579-2008-AA, fundamento 30). Formulado de 
otra manera, "cuanto mayor es la intensidad de la intervención de la libertad de 
trabajo, tanto mayor ha de ser el grado de realización u optimización del fin 
onstitucional" (Sentencia 02370-2007-PA/TC, fundamento 18). 

e cumple, entonces la intervención en la libertad de trabajo habrá 
xamen de la ponderación y no será inconstitucional; por el contrario, 

sto de que la intensidad de la afectación en la libertad de trabajo sea 
grado de realización del fin constitucional, entonces, la intervención en 

echa libertad no estará justificada y será inconstitucional (Sentencia 02370-2007-
PA/TC, fundamento 18; Sentencia 007-2006-PI/TC, fundamento 42). 

63. Es turno ahora de revisar entonces si es que la intervención del inciso 3 del artículo 
42 de la Ley de la Carrera Judicial supera el subcriterio de ponderación. En primer 
lugar, vale precisar que el impedimento establecido en el dispositivo legal ahora 
cuestionado solo prohíbe que ello ocurra en un mismo distrito judicial. Es decir, no 
se impide que el personal administrativo y jurisdiccional emparentados trabajen 
dentro de la estructura del Poder Judicial, siempre que ello no ocurra en el mismo 
distrito judicial. Con ello este Tribunal considera que dicha intervención en la 
libertad de trabajo puede ser catalogada inicialmente como media en la medida que 
va a implicar en determinados casos un desplazamiento a lugares que 
eventualmente se encuentran apartados. 

64. En efecto, en virtud de dicha medida no se estaría impidiendo el ejercicio de la 
libertad de trabajo en el Poder Judicial de manera absoluta, cerrando las puertas a 
quien tenga por vocación trabajar en dicha institución, como personal jurisdiccional 
o personal administrativo. En realidad, se están modulando las oportunidades 
laborales, excluyendo únicamente la posibilidad de que familiares o parientes 
trabajen en el mismo distrito judicial. 
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6. Así, es razonable esperar que en Lima el impacto sería menor. En efecto, dentro de 
Lima metropolitana se encuentra el distrito judicial de Lima, Lima Norte, Lima Sur 
y Lima Este. Más aún, esta área geográfica está muy interconectada vialmente 
también con el distrito judicial del Callao (ver Sentencia 0006-2009-PI/TC, 
fundamento 23) y Ventanilla. 

5. Ello implica que la libertad de trabajo puede ejercerse plenamente en otro distrito 
judicial o en otra entidad, ya sea pública o privada. No obstante, no escapa de la 
atención de este Tribunal que la limitación impuesta por el inciso 3 del artículo 42 
tiene un impacto diferente dependiendo el contexto geográfico. 

En estos casos, la incompatibilidad planteada por el inciso 3 del artículo 42 de la 
Ley de la Carrera Judicial tiene un impacto menor que el que pudiera reflejarse, por 
ejemplo, en un área geográfica donde no se configura la situación antes descrita, 
esto es, una unidad urbana con diversos distritos judiciales (ver Sentencia 0006-
2009-PI/TC, fundamento 23), cuya creación, como es sabido, responde a las 
exigencias que los propios contextos demográficos demandan, en tanto que su 
*nterconectividad depende también de políticas de integración vial. 
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ribunal considera que tales particularidades evidencian que en 
tos el impacto del inciso 3 del artículo 42 de la ley sometida a 

itucional puede resultar reducido o incrementado, dando lugar a que se 
a incidencia leve o media, respectivamente, en la libertad de trabajo. 

. De otro lado, la incompatibilidad planteada en el inciso 3 del artículo 42, como ya 
se explicó supra, constituye y promueve a la vez una política antinepotismo 
dirigida a salvaguardar el correcto funcionamiento de la Administración Pública en 
el ámbito del Poder Judicial. 

70. En consideración de este Tribunal, el grado de optimización o realización del fin 
constitucional es intenso por cuanto dicha disposición, al evitar que en un mismo 
distrito judicial laboren parientes, contribuye en gran medida al correcto 
funcionamiento de la Administración Pública en el ámbito del Poder Judicial, 
evitando eventuales conflictos de intereses entre el personal administrativo y 
jurisdiccional de un mismo distrito judicial. 

71. Al respecto, este Tribunal no deja de advertir que, aun cuando el hecho de que 
trabajen juntos familiares o parientes en un mismo distrito judicial no supone per se 
que automáticamente estos se conviertan en corruptos, una situación como la 
descrita, en cambio, sí conlleva a un contexto proclive a los conflictos de intereses 
entre dicho personal, lo que evidentemente socavaría de manera directa el correcto 
funcionamiento de la Administración Pública en el ámbito del Poder Judicial. 

14\ 
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72. Siendo ello así, este Tribunal concluye que la satisfacción en grado intenso del 
correcto funcionamiento de la Administración Pública, en el ámbito del Poder 
Judicial, justifica la limitación de la libertad de trabajo, afectada solo a nivel medio 
(en el peor de los casos), lo que hace que presentadas tales circunstancias 
específicas, prevalezca en el presente caso el primer principio constitucional frente 
a la referida libertad de trabajo. 

73. En virtud de lo expuesto, y dado que el inciso 3 del artículo 42 de la Ley de la 
Carrera Judicial, ha superado los subcriterios referidos, debe concluirse que de 
dicha disposición no emana una limitación inconstitucional a la libertad de trabajo. 

§ 6. DERECHO A LA IGUALDAD EN EL ÁMBITO LABORAL 

74. El demandante ha sostenido también que se estaría vulnerando lo establecido en el 
inciso 1 del artículo 26 de la Constitución, que establece lo siguiente: "En la 
relación laboral se respetan los siguientes principios: 1. Igualdad de oportunidades 
sin discriminación [...]". 

75. Al re pecto, este Tribunal ya ha desarrollado el contenido de la referida disposición 
co 	En la Sentencia 0008-2005-PI/TC, fundamento 23, se indicó lo 
siAdr  

// 1011, 

f 

	nd •;. de oportunidades —en estricto, igualdad de trato— obliga a que 

' 	

e ucta ya sea del Estado o los particulares, en relación a las 
actividades laborales, no genere una diferenciación no razonable y, por /r   
ende, arbitraria. 

En ese sentido, la discriminación en materia laboral aparece cuando se 
afecta al trabajador en sus características innatas como ser humano (lo 
propio y privativo de la especie), o cuando se vulnera la cláusula de no 
discriminación prevista por la Constitución. 

En virtud de lo expuesto, cabe preguntarse lo siguiente: ¿está el inciso 3 del artículo 
42 de la Ley de la Carrera Judicial utilizando criterios arbitrarios de diferenciación? 
Ya se ha confirmado que tal dispositivo legal tiene un fin constitucional: evitar los 
conflictos de intereses y, de esta forma, salvaguardar el correcto funcionamiento de 
la Administración Pública en el ámbito del Poder Judicial. 

77. De otro lado, la diferenciación realizada entre trabajadores con parientes y sin 
parientes en el mismo distrito judicial es una que descansa en criterios objetivos, 
que además son razonables. En efecto, el parentesco no es un criterio subjetivo, 
sino un dato objetivo. 

78. En la demanda se ha indicado que la limitación impuesta se basa en un elemento 
irrazonable. Y que impedir que hermanos, primos, o tíos, sobrinos, cuñados puedan 
accederá un puesto laboral dentro de un mismo distrito judicial que tiene diversas 
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sedes o locales, sin que pueda existir contacto físico entre uno y otro personal, 
socava lo establecido en el inciso 1 del artículo 26 de la Constitución. 

. Ya se ha apreciado que los, conflictos de intereses por nepotismo pueden generarse 
en diversos espacios. Más aun, debe tomarse en cuenta que, sin una normativa 
como la ahora cuestionada, se estaría permitiendo que esos familiares puedan 
trabajar en la misma sede o local. Esto generaría conflictos de intereses que 
socavarían el correcto funcionamiento de la Administración Pública en el ámbito 
del Poder Judicial. 

0. Es por ello que este Tribunal observa que no se ha utilizado un criterio irrazonable 
para establecer la diferenciación, sino un dato objetivo como es la relación de 
parentesco. Por ello, este Tribunal considera que el inciso 3 del artículo 42 bajo 
análisis no contraviene el inciso 1 del artículo 26 de la Constitución. 

§ 7. EL PRINCIPIO-DERECHO DE UNIDAD FAMILIAR 

81. El Ilustre Colegio de Abogados de Puno también ha planteado que el dispositivo 
egal cuestionado contraviene el derecho a la unidad familiar derivado del artículo 4 

A criterio del demandante, en razón de la medida sometida a 
nal se estaría condicionando la participación de los ciudadanos 

onvocatorias del Poder Judicial, participación que estaría prohibida 
aquel que tuviese un familiar o pariente hasta el cuarto grado de 

sanguinidad y segundo de afinidad, por matrimonio o unión de hecho, que 
trabaje en calidad de personal administrativo o jurisdiccional en el mismo distrito 
judicial al que desea postular. 

82. El Congreso de la República ha contestado la demanda sosteniendo que al no 
presentarse argumentos jurídico-constitucionales que sostengan dicha pretensión, 
este extremo de la demanda debe ser declarado improcedente. Con relación a esto 
último, este Tribunal advierte que el demandado no cuestionó el auto admisorio y 
que, por otro lado, la demanda contiene argumentos que se relacionan con la 
pretensión invocada. 

83. Sobre el principio de unidad familiar, este se desprende del artículo 4 de la 
Constitución, que establece en el punto pertinente, que la comunidad y el Estado 
"protegen a la familia", siendo reconocido como "instituto natural". De ahí que en 
la Sentencia 01317-2008-HC/TC, fundamento 14, se haya sostenido lo siguiente: 

[las] restricciones al establecimiento armónico, continuo y solidario de las 
relaciones familiares, que impiden el vínculo afectivo que todo estrecho 
nexo consanguíneo reclama [...] se oponen a la protección de la familia 
como garantía institucional de la sociedad a tenor del artículo 4 de la 
Constitución. 



Publíquese y notifíquese. 

SS. 

MIRANDA CANALES 
RAMOS NÚÑEZ 
SARDÓN DE TABOADA 
LEDESMA NARVÁEZ 
FERRERO COSTA 

Lo que certifico: 

W.‘(. 	(---  
%vio Reátegui Apaza 

Secretario Relator 
TRIBUNAL CONSTITUCIONA L 
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84. En el presente caso, y debido a las características esencialmente objetivas y 
abstractas del proceso de inconstitucionalidad, las referencias a situaciones 
particulares o la evaluación relacional entre las normas y la realidad, se limitan a las 
que razonablemente puedan concebirse en abstracto. 

85. Por ello, no puede sostenerse válidamente que se interviene irrazonablemente en el 
principio de unidad familiar y, menos aún, que este último resulta vulnerado cuando 
se disponen legalmente impedimentos para que familiares o parientes se 
desempeñen en calidad de personal administrativo o jurisdiccional en un mismo 
distrito judicial. 

86. En consecuencia, el Tribunal Constitucional estima que el inciso 3 del artículo 42 
de la Ley de la Carrera Judicial no afecta el principio de unidad familiar, de modo 
que este extremo de la demanda también debe ser desestimado. 

III. FALLO 

Declarar INFUNDADA la demanda de inconstitucionalidad, en consecuencia 
constitucional el artículo 42, inciso 3, de la Le 29277. 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO MIRANDA CANALES 

Coincidiendo con lo resuelto en mayoría, considero pertinente emitir pronunciamiento 
sobre algunos temas que son de vital importancia para todo Estado Constitucional que 
se precie de serlo. 

DELIMITACIÓN DEL PETITORIO 

Con fecha 15 de setiembre de 2014, el Ilustre Colegio de Abogados de 
terpuso demanda de inconstitucionalidad contra el inciso 3 del artículo 

, de la Ley 29277, de la Carrera Judicial, que establece la "incompatibilidad 
por razón de parentesco hasta el cuarto grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad, por matrimonio y unión de hecho [...] entre el personal administrativo 
y entre éstos y el personal jurisdiccional, perteneciente al mismo distrito judicial. 

La entidad demandante sostiene que mediante tal dispositivo legal se 
contravienen el inciso 15 del artículo 2 y los artículos 4, 22, 23, 26 de la 
Constitución, puesto que se están vulnerando el derecho al trabajo, a la igualdad 
de oportunidades laborales sin discriminación y a la unidad familiar. 

II. 	EL DERECHO A LA IGUALDAD 

La igualdad es un derecho fundamental que está consagrado en el artículo 
2 de nuestra Constitución: "(...) toda persona tiene derecho (...) a la igualdad 
ante la Ley. Nadie debe ser discriminado por motivo de origen, raza, sexo, 
idioma, religión, opinión, condición económica o de cualquiera otra índole". En 
ese sentido, el Tribunal Constitucional ha precisado que estamos frente a un 
derecho fundamental que no consiste en la facultad de las personas para exigir 
un trato igual a los demás, sino en ser tratadas del mismo modo que quienes se 
encuentran en una idéntica situación (Cfr. STC 02835-2010-AA, fundamento 
jurídico 38). 

Adicionalmente, se ha establecido que el derecho a la igualdad puede 
entenderse desde dos perspectivas: Igualdad ante la ley e igualdad en la ley. La 
primera de ellas está referida a la norma aplicable a todos los que se encuentren 
en la situación descrita en el supuesto de la disposición normativa. La segunda 
implica que un mismo órgano no puede modificar arbitrariamente el sentido de 
sus decisiones en casos sustancialmente iguales. 
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Finalmente, el derecho a la igualdad debe complementarse con las 
categorías de diferenciación y discriminación. La diferenciación, está 
constitucionalmente admitida, atendiendo a que no todo trato desigual es 
discriminatorio; es decir, se estará frente a una diferenciación cuando el trato 
desigual se funde en causas objetivas y razonables, estaremos frente a una 
discriminación y, por tanto, frente a una desigualdad de trato 
constitucionalmente intolerable (Cfr. STC 02974-2010-AA, fundamento jurídico 

5-2010-AA, fundamento jurídico 41). 

Entendida el derecho a la igualdad en los términos anteriormente 
descritos, el mecanismo que ha utilizado el Tribunal Constitucional para 
determinar cuándo estamos frente a un trato desigual es el test de razonabilidad. 

Sin embargo, el derecho a la igualdad definida en estos términos por 
nuestra jurisprudencia constitucional, a nuestro juicio, no es suficiente para dar 
cuenta de las violaciones sistemáticas. En ese sentido, aquellas personas que 
padecen los efectos de esa discriminación no pueden salir de esa situación en 
forma individual y por sus propios medios, sino que se requieren medidas de 
acción positiva reparadoras o transformadoras para lograr igualdad real de 
oportunidades para el ejercicio de los derechos'. En consecuencia, considero que 
los alcances del derecho a la igualdad deberían ser ampliados por la justicia 
constitucional. 

Lo que nuestro Tribunal Constitucional ha desarrollado en parte de su 
jurisprudencia es la igualdad formal en tanto ha sostenido que no hay 
vulneración al derecho a la igualdad siempre que se trate del mismo modo a las 
personas que se encuentran en una idéntica situación. Esta primera tesis tiene 
algunos inconvenientes. Primero no da cuenta de las violaciones estructurales, 
pues parte de comparar una situación individual frente a otras. Asimismo, no 
examina si las razones por las que se realizó la clasificación son legítimas. 
Finalmente, no verifica cuáles son las circunstancias y las propiedades relevantes 
para que una situación pueda ser calificada como desigual. 

Una segunda manera de abordar la igualdad es a través de una 
perspectiva material. Lo que se busca aquí es la razonabilidad de la medida 
presuntamente contraria al derecho a la igualdad. Para lograr dicho cometido, se 
utilizan tres sub exámenes, que han sido tomados del principio de 
proporcionalidad, es decir, hay que analizar la idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto, cuyos contenidos han sido desarrollados 

CLÉRICO, Laura y ALDAO, Martín. "Nuevas miradas de la igualdad en la jurisprudencia de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos: la igualdad como retribución y como reconocimiento". En: 
Lecciones y Ensayos, N° 89, 2011, pp. 142-143. 
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2  Ídem, pp. 	7-148. 
Ídem, pág 153. 
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por abundante jurisprudencia de este Tribunal Constitucional, a la cual nos 
remitimos. 

Una vez precisado los tres sub exámenes de igualdad, conviene ahora 
determinar su ámbito de aplicación, el mismo que se hará en diferentes 
intensidades. Así tenemos los siguientes escrutinios2: 

i) Escrutinio 	leve: 	Se 	parte 	de 	la 	presunción 	de 

legitimidad/constitucionalidad de la clasificación realizada por el 
legislador. En consecuencia, la carga de la argumentación la tiene quien 
se encuentra presuntamente vulnerado en su derecho a la igualdad. 

ii) Escrutinio intermedio: Exige una relación más sustancias entre 
clasificación, criterio de clasificación, efectos de la clasificación y 
razones justificatorias, así debe demostrarse una relación estrecha entre 
clasificación y razones justificatorias y alegarse algún fin estatal 
importante que justifique la clasificación. 

iii) Escrutinio estricto: Implica partir de la presunción de la arbitrariedad de 
la discriminación. Asimismo, la carga de la argumentación se traslada a 
quienes presuntamente han vulnerado el derecho a la igualdad. Por lo 
general, se aplica a grupos que históricamente han sido vulnerados, corno 
las mujeres, las comunidades indígenas, entre otros. Es precisamente 
aquí, donde ante la falta claridad es posible plantear las denominadas 
"categorías sospechosas". 

Finalmente, la igualdad como redistribución y reconocimiento afirma que 
la igualdad debe ser construida en cada caso concreto, con la participación de 
todos los implicados en la situación de desigualdad. En consecuencia, la 
interpretación de la igualdad debe adecuarse a la segmentación social que el 
paradigma predominante ha producido3. 

Conforme a lo anteriormente expuesto, un criterio razonable para evaluar 
la igualdad en el trabajo es el grado de parentesco para así evitar la generación 
de conflicto por nepotismo. Ergo, la demanda debe ser declarada 
INFUND 

Lo que certifico: 

---, 
t4t(.‘7.  t  

Flavto Reátegui Apaza 
Secretario Relator 

TRIBUNALCONSTITUCIONAL 
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FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISTRADO RAMOS NÚÑEZ 

Coincido con lo resuelto en mayoría y, en ese sentido, mi voto es porque se declare 
INFUNDADA la demanda contra el inciso 3 del artículo 42 de la Ley 29277, Ley de la 
Carrera Judicial, que establece la incompatibilidad por razón de parentesco hasta el cuarto 
grado de consanguinidad y segundo de afinidad, por matrimonio y unión de hecho entre el 
per onal administrativo, y entre estos, y el personal jurisdiccional, perteneciente al mismo 

strito judicial. 

Efectivamente, considero que el correcto funcionamiento de la Administración Pública es 
un principio constitucional, en el presente caso aplicado al ámbito del Poder Judicial, que 
justifica el establecimiento de medidas antinepotismo como la reseñada supra para 
garantizar que dicho principio pueda concretizarse. 

El nepotismo, además, no ocurre únicamente en procesos de contratación o nombramiento, 
sino que puede manifestarse en todo tipo de preferencias hacia los parientes en el ámbito 
laboral de la función pública, preferencias que es preciso evitar al interior del Estado para 
que las relaciones de parentesco no sean causantes de arbitrariedades en la toma de 
decisiones o el uso de los recursos públicos, o que generen desconfianza en la legitimidad 
de los actos estatales. 

No obstante, considero pertinente hacer algunas precisiones sobre la alegada afectación al 
derecho a la unidad familiar. Advierto que lo que realmente se protege mediante este 
derecho es la convivencia pacífica en familia, la cual se desarrolla, fundamentalmente y en 
principio, en el ámbito privado. En todo caso, no se extiende al ámbito laboral de los 
integrantes del vínculo familiar, lo que resulta aplicable a cuando prestan servicios al 
Estado. 

Es por este motivo, principalmente, que considero que la pretensión del demandante resulta 
infundada en dicho extremo. Y en ello también en atención a las características objetivas y 
abstractas del proceso de inconstitucionalidad. Pero este Tribunal también tiene el deber de 
prever las consecuencias de sus decisiones, como ha reconocido en reiterada 
jurisprudencia. 

Así, no puedo ignorar que este Tribunal ha considerado de forma especial cómo se afecta 
la unidad familiar en la resolución de controversias constitucionales, particularmente en 
supuestos donde las relaciones entre los integrantes de familia son de manifiesta 
dependencia, como ocurrió en la Sentencia 02904-2011-PA/TC y en la Sentencia 02744-
2015-PA/TC . 

Resultaría irrazonable exigir la reubicación, o forzar la renuncia, de personas que tienen 
bajo su cuidado a personas en estado de dependencia, como puede ocurrir, por ejemplo, en 
situaciones relacionadas con personas con discapacidad, o personas que, por su edad, no 
cuentan con la posibilidad de desenvolverse por sí mismos. Particularmente relevante 
resulta, este caso, el hecho de que la atención médica requerida no exista en otro distrito. 
La misma sentencia reconoce la existencia e impacto que tiene el factor geográfico 
respecto del derecho a la libertad de trabajo, pero no es menos cierto que este factor 
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también puede tener un impacto en el derecho a la unidad familiar que no debería 
descartarse de plano. 

Por otro lado, tampoco puedo ignorar que la norma abarca una gran cantidad de supuestos 
diferenciados. Así, la incidencia no sería, en principio, tan gravosa para primos o cuñados 
como para esposos o convivientes (especialmente si tienen hijos menores de edad). 
Además, a diferencia de lo que ocurre con otro tipo de vínculos, el matrimonio o la 
convivencia pueden presentarse como situaciones sobrevinientes. 

En tal sentido, considero que, si bien el inciso 3 del artículo 42 de la Ley 29277 es 
constitucional desde un punto de vista abstracto, no puedo descartar la posibilidad de que 
en ciertos casos concretos, la aplicación de dicha disposición pueda resultar 
desproporcionada en detrimento del derecho a la unidad familiar. 

En virtud de ello, y tal como ha desarrollado anteriormente este Tribunal (Sentencia 0004-
2004-PI/TC y Sentencia 0020-2006-PI/TC), considero que, al no poder descartarse la 
posibilidad de que se configuren restricciones desproporcionadas en determinados casos 
concretos, debe permitirse que los jueces ordinarios puedan inaplicar, excepcionalmente, la 
referida norma en los casos específicos que puedan ser sometidos a su conocimiento, 
cuando se reconozca una intervención ilegítima en el principio de unidad familiar, 
conforme a las consideraciones expuestas supra. 

Así, los jueces tendrán que apreciar caso por caso, si es que el derecho de unidad familiar 
podría eventualmente imponerse a la prohibición del artículo 42, inciso 3, de la Ley 29277, 
lo que implicaría que su satisfacción, de acuerdo a las particularidades del caso y sobre la 
base de una debida motivación judicial, sea mayor que el grado de realización del correcto 
funcionamiento de la Administración de Justicia en el ámbito del Poder Judicial. 

Lo que certifico: 

....... 
%vio Reátegui Apaza 

Secretario Relator 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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VOTO DEL MAGISTRADO ESPINOSA-SALDAÑA BARRERA 

Coincido con el voto en mayoría, en mérito a los argumentos allí expuestos. Por tanto, 
considero que la demanda debe ser declarada INFUNDADA. 

9so  CA DEL 
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Sin embargo, considero necesario señalar lo siguiente: 

1. En primer lugar, considero importante incidir en que, más allá de la decisión en mayoría 
a la cual me suscribo, se debe tomar en cuenta que aquí estamos ante un escenario de 
control abstracto, en donde se ha concluido, en mi opinión, correctamente, que el inciso 
3 del artículo 42 de la Ley 29277 es constitucional, conforme a los argumentos vertidos 
en la ponencia. 

2. Sin embargo, y sin perjuicio de ello, considero que en la concretización de la 
disposición cuestionada pueden abrirse escenarios más complejos, respecto de los 
cuales habría que tomar ciertos recaudos. Y es que no puede descartarse que una 
aplicación mecánica de la disposición sub examine pueda llevarnos a habilitar supuestos 
de vulneración de derechos fundamentales tanto para los parientes a los que hace 
alusión el inciso 3 del artículo 42 de la Ley 29277, como para quienes, sin tener dicha 
relación de parentesco, podrían verse perjudicados al momento de competir con los 
primeros. Queda claro que ambos escenarios resultan inadmisibles. 

3. Al respecto, quisiera empezar señalando que, de una lectura del inciso 3 del artículo 42 
de la Ley 29277, bien puede apreciarse que no se estaría impidiendo totalmente el 
ejercicio del derecho al trabajo en el Poder Judicial, sino que solo se están estableciendo 
ciertas limitaciones que, por su propia naturaleza, resultan indispensables para asegurar 
el correcto funcionamiento de la Administración Pública en el ámbito del Poder 
Judicial. Hablamos pues de la exclusión de familiares o parientes para ejercer labores 
solamente dentro del mismo distrito judicial. 

4. Creemos, en ese sentido, y como queda claro de la lectura de la ponencia, que aquí tiene 
relevancia el principio de independencia judicial. Dicho principio exige que: 

"(...) el legislador adopte las medidas necesarias y oportunas a fin de 
que el órgano y sus miembros administren justicia con estricta sujeción 
al Derecho y a la Constitución, sin que sea posible la injerencia de 
extraños [otros poderes públicos o sociales, e incluso órganos del 
mismo ente judicial] a la hora de delimitar e interpretar el sector del 
ordenamiento jurídico que ha de aplicarse en cada caso". (STC 00023-
2003-Al/TC, fj. 29; STC 0004-2006-AlffC, fj.17-18; STC 04952-2011-
PA/TC, fj. 5, el subrayado es nuestro) 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

00020-2014-PVTC 
Caso Incompatibilidad por parentesco en sede Judicial' 

simismo, se señala que este principio "debe percibirse como la ausencia de vínculos 
de sujeción política (imposición de directivas por parte de los órganos políticos) o de 
procedencia jerárquica al interior de la organización judicial, en lo concerniente a la 
actuación judicial per se, salvo el caso de los recursos impugnativos, aunque sujetos a 
las reglas de competencia". (STC N° 0023-2003-AI/TC, fj. 31; STC N° 00512-2013-
PHC/TC, fj.3). 

6. Ahora bien, la jurisprudencia de este Tribunal ha señalado que la independencia judicial 
posee dos dimensiones: una externa y otra interna. Por la primera de estas dimensiones 
"la autoridad judicial, en el desarrollo de la función jurisdiccional, no puede sujetarse a 
ningún interés que provenga de fuera de la organización judicial en conjunto, ni admitir 
presiones para resolver un caso en un determinado sentido (...)". Y por la segunda se 
entiende que, "dentro de la organización judicial: 1) la autoridad judicial, en el 
ejercicio de la función jurisdiccional, no puede sujetarse a la voluntad de otros órganos 
judiciales, salvo que medie un medio impugnatorio; y, 2) que la autoridad judicial, en 
el desempeño de la función jurisdiccional, no pueda sujetarse a los intereses de órganos 
administrativos de gobierno que existan dentro de la organización judicial". (STC N° 
0004-2006-AI/TC, fj.18; STC N° 00512-2013-PHC/TC, fj.3). 

7. Esto último implica, en primer término, que "la separación de las funciones 
jurisdiccionales de las funciones administrativas que eventualmente pudieran 
desempeñar los jueces dentro de la organización judicial, de manera que las funciones 
propias de esta administración no puedan influir en la decisión judicial que se adoptará 
en un determinado proceso. (...)." (STC N° 0004-2006-Al/TC, fj.18; STC N° 00512-
2013-PHC/TC, fj.3). 

8. Como puede observarse, la independencia judicial, concretamente en su dimensión 
interna, también se manifiesta en la separación de la función jurisdiccional y la función 
administrativa dentro del Poder Judicial. Al respecto, consideramos que ello no solo 
debería referirse a la influencia que pueda haber en torno a una decisión judicial a 
adoptarse en un proceso específico, sino también con toda la dinámica laboral existente 
en dicha institución. Ello tiene que ver, pues, con los procesos de contratación, con los 
procedimientos sancionadores, con el cumplimiento de los deberes ínsitos a cada 
función, entre otros. Y es que aquí se trata de evaluar el poder material o de influencia 
que, en la práctica, pueden tener determinadas personas en el interior de la estructura 
judicial y cuyas expresiones son, por lo demás, muy variadas y van más allá de lo 
estrictamente jurisdiccional. 

9. De otra parte, también quiero referirme a algunos otros escenarios, ciertamente, más 
específicos, pero respecto de los cuales no podría descartarse una potencial vulneración 
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de derechos y que, por ende, merecen una mayor evaluación. Así, hago alusión, por 
ejemplo, al escenario donde la relación de parentesco resulta sobreviniente, esto es, 
posterior a la contratación o nombramiento de un servidor para ocupar una plaza 
perteneciente al personal administrativo o jurisdiccional. Soy de la opinión de que 
cualquier interpretación que lleve a extender los alcances de la disposición cuestionada 
para estos supuestos, en principio, debe ser descartada. 

10. Y es que si convenimos que se busca proteger el correcto funcionamiento de la 
Administración Pública en el ámbito del Poder Judicial, ello no debería, en principio, 
verse afectado por una situación de parentesco producida antes de que se produzca la 
contratación o nombramiento de uno u otro cargo, pues cualquier influencia ex ante 
resulta inviable. Cierto es, eso sí, que ante esta situación bien deberían llevarse a cabo 
ciertos recaudos al interior del Poder Judicial para que se eviten situaciones de 
favorecimiento que, en cada caso concreto, se pudieran producir luego de la 
contratación o el nombramiento respectivo. Creo que basta con estos recaudos, los 
mismos que deben ser establecidos caso a caso, para asegurar el correcto 
funcionamiento interno del Poder Judicial y evitar cualquier conflicto latente de 
intereses. 

11. Finalmente, considero pertinente dejar sentado que, en la presente controversia, nos 
encontramos analizando la exclusión de familiares o parientes para ejercer labores 
solamente dentro del mismo distrito judicial. En esa línea, estimo que bien podría 
evaluarse, cuando el escenario resulte pertinente, qué implicancias tendría que estas 
restricciones se extiendan, por ejemplo, más allá del mismo distrito judicial o, incluso, 
que aplique a diversas instituciones del Estado. 

12. Considero que ello abriría un escenario de discusión muy interesante, donde no solo 
habría que evaluar las potenciales vulneraciones de derechos de quienes poseen 
familiares o parientes en tal o cual institución del Estado, sino que implicaría expresar 
algunas ideas respecto a lo que correspondería observar, desde una óptica 
constitucional, por ejemplo, sobre cómo funcionan las dinámicas interinstitucionales en 
la realidad y qué podría realizarse al respecto para llevar a cabo una mejor y más 
transparente Administración Pública en toda institución del Estado. 

S. 

ESPINOSA SALDAÑA BARRERA 

Lima, 24 de septiembre d 201 

Lo que certifico: 

Flavio Reátegui Apaza 
Secretario Relator 
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO ERNESTO BLUME FORTINI EN EL 
QUE OPINA QUE LA DEMANDA DEBE SER DECLARADA FUNDADA POR 

CUANTO LA NORMA IMPUGNADA VULNERA LOS DERECHOS AL 
TRABAJO Y AL ACCESO A LA FUNCIÓN PÚBLICA, ASÍ COMO EL 

DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO Y EL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
DE OPORTUNIDADES SIN DISCRIMINACIÓN DE LOS PARIENTES DE 
FUNCIONARIOS Y SERVIDORES PÚBLICOS DEL PODER JUDICIAL 

Discrepo de la posición de mayoría que ha decidido declarar INFUNDADA la demanda 
de inconstitucionalidad promovida por el Ilustre Colegio de Abogados de Puno contra el 
numeral 3, del artículo 42, de la Ley de Carrera Judicial (Ley 29277), por cuanto, 
considero que la demanda debe ser declarada FUNDADA debido a que dicha norma legal 
es inconstitucional al restringir irrazonablemente los derechos al trabajo y al acceso a la 
función pública, a la libertad de trabajo y a la igualdad de oportunidades de los parientes 
(hasta el cuarto grado de consanguineidad, segundo de afinidad, por matrimonio y unión 
de hecho) del personal administrativo y el personal jurisdiccional del Poder Judicial que 
labora en el distrito judicial en el que, eventualmente, podrían participar en procesos de 
selección de personal. 

Para ello, recurre a una lógica totalmente inconstitucional, que es la lógica de la 
desconfianza y la sospecha, abdicando del rol de garante de la vigencia efectiva de los 
derechos fundamentales que es consustancial al Tribunal Constitucional, convirtiendo a 
los parientes de los funcionarios y servidores públicos en una suerte de minusválidos en 
el ejercicio de sus derechos fundamentales, imponiendo una injusta discriminación por 
causa ajena y "constitucionalizando" un proceder que lesiona los derechos de tales 
personas, lo cual es inconstitucional e inhumano. 

A continuación, paso a desarrollar las razones de mi discrepancia. 

1. La disposición materia de cuestionamiento señala lo siguiente: 

Hay incompatibilidad por razón del parentesco hasta el cuarto grado de 
consanguinidad, segundo de afinidad, por matrimonio y unión de hecho: 
3. entre el personal administrativo y entre éstos y el personal jurisdiccional, 
perteneciente al mismo distrito judicial. 

2. Como es de verse, dicha disposición establece dos normas a saber: a) permite la 
contratación de parientes del personal administrativo y jurisdiccional del Poder 
Judicial cuando la postulación se ha dado en distritos judiciales distintos. Y, b) 
prohíbe la dicha contratación y postulación de personas con parentesco cuando los 
procesos de selección de personal se ejecuten en el distrito judicial en donde labora 
un pariente hasta cuarto grado de consanguineidad, segundo en afinidad, 
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matrimonio o unión de hecho del posible postulante. Es respecto de este último 
supuesto que la parte demandante ha planteado argumentos cuestionando la 
constitucionalidad del artículo 42, inciso 3, de la Ley de la Carrera Judicial con 
relación a los derechos a la libertad de trabajo e igualdad de oportunidades sin 
discriminación. 

Sobre el contexto, la coyuntura actual y la sobrerregulación inspirada en la 
inconstitucional lógica de la desconfianza 

	

3. 	Como producto de una serie de situaciones relacionadas con graves casos de 
corrupción, que ha vivido el país en las últimas décadas, se han producido tres 
reacciones de manera simultánea: 

a. Una hipersensibilidad en la sociedad frente a toda denuncia pública, sin que, en 
muchos casos, existan suficientes elementos que demuestren su procedencia y 
veracidad, atizada muchas veces por una actitud ligera de algunos medios de 
comunicación, impulsados por intereses de mercado; 

b. Una sobrerregulación originada en la desconfianza como premisa general, 
tendiente a una suerte de reglamentación y penalización de una serie de 
conductas que no necesariamente constituyen infracciones y, menos, de orden 
penal; y, 

c. Una actitud draconiana, prejuiciosa y persecutoria, de muchos fiscales y jueces 
penales, que promueven prisiones preventivas, sin que existan realmente 
suficientes elementos que objetivamente constituyan pruebas que ofrezcan 
convicción para hacerlo; a despecho de los derechos fundamentales de los 
procesados y de los principios que informan la función jurisdiccional, 
incurriendo así en conductas arbitrarias y lesivas. 

	

4. 	Así, existe una suerte de actitud de sospecha colectiva, que, como sociedad, se está 
asumiendo, y que tiene su origen en la desconfianza como patrón y premisa 
regulatoria, que coloca a la persona, en general, y a quien ejerce función o cargo 
público, en particular, como un sujeto considerado de suyo "proclive al delito". Es 
decir, se ha implantado una actitud totalmente inconstitucional, prejuiciosa y lesiva, 
que abdica de la lógica del Legislador Constituyente peruano, que ha optado por un 
sistema que considera a la persona humana como fin supremo de la sociedad y del 
Estado, que es anterior y superior al Estado y titular de una serie de derechos que le 
son inherentes, denominados, más allá de las digresiones académicas que la 
doctrina recoge, derechos humanos, derechos fundamentales, derechos de la 
persona o derechos constitucionales; entre los cuales están el derecho al honor y a 
la buena reputación, en derecho a la defensa y el respeto de su dignidad, y el derecho 

Página 2 de 19 



TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
EXP. N.° 00020-2014-PI/TC 
ILUSTRE COLEGIO DE ABOGADOS DE 
PUNO 
CASO "INCOMPATIBILIDAD POR 
PARENTESCO EN SEDE JUDICIAL" 

a la presunción de inocencia mientras no se haya acreditado judicialmente su 
culpabilidad, mediante sentencia firme y definitiva. 

5. Esa actitud, desde mi punto de vista, contradice totalmente el claro mandato 
contenido en el artículo 1 de la Carta Fundamental de la República, que a la letra 
preceptúa, refiriéndose a la defensa de la persona humana, que: "La defensa de la 
persona humana y el respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y 
del Estado". Este precepto muestra la lógica y filosofía del Legislador 
Constituyente, que en rescate del valor persona humana establece la obligación 
constitucional para todos, la sociedad en su conjunto y cada uno de sus miembros, 
así como el Estado mismo en cuanto ente nacional y conjunto de órganos e 
instituciones que lo integran dentro de su estructura, de defender a la persona 
humana, y por cierto todos sus derechos, y de respetar su dignidad, en cuanto ser 
humano que es el centro de la organización política, social y económica del país. 
Contiene entonces un mandato ineludible y que, además, encierra el concepto de 
solidaridad, que es imprescindible en el Estado Constitucional. 

6. En la misma dirección, la Carta Fundamental de la República consagra en su 
artículo 2 un catálogo de derechos fundamentales de la persona y lo hace con 
carácter enunciativo, bajo la fórmula del numerus apertus, lo cual enfatiza en su 
artículo siguiente, en el número 3, en el que afirma que "La enumeración de los 
derechos establecidos en este capítulo no excluye los demás que la Constitución 
garantiza, ni otros de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad del 
hombre, o en los principios de soberanía del pueblo, del Estado democrático de 
derecho y de la forma republicana de gobierno". 

7. Entre los derechos fundamentales que enumera aquel artículo 2, interesa destacar 
ahora, además del derecho a que se respete la dignidad humana, los derechos a la 
igualdad ante la ley, a la no discriminación por motivo de origen, raza, sexo, idioma, 
religión, opinión, condición económica o de cualquier otra índole; al trabajo; a la 
identidad étnica y cultural; al uso del propio idioma ante cualquier autoridad, entre 
otros. Derechos que también se encuentran reconocidos en los más importantes 
instrumentos internacionales como la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, la Convención Americana de Derechos Humanos, el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, entre otros. 

8. Si bien estos derechos mencionados, al igual que otros, merecen protección en el 
Estado Constitucional, las limitaciones a su ejercicio no deben, por ningún motivo, 
devaluar a la persona humana ni afectar su dignidad. Tampoco los poderes del 
Estado, los órganos constitucionales autónomos, la justicia y los ciudadanos pueden 
invocar "presunciones de sospecha" a fin de evitar el análisis de constitucionalidad 
de las limitaciones impuestas a los derechos fundamentales, pues en un Estado 
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Constitucional tal limitación o restricción de derechos, debe ajustarse a lo 
razonablemente necesario. Más aun cuando estamos frente a sobrerregulaciones 
que apuestan por menoscabar las oportunidades laborales de un grupo importante 
de ciudadanos por el solo hecho de ser familiares consanguíneos o afines a 
servidores o funcionarios públicos, al introducir un criterio de "sospecha" subjetivo 
que a todas luces resulta inconstitucional, respecto del acceso a puestos de trabajo 
en el Estado. 

Sobre el derecho al trabajo y el acceso a la función pública 

9. Antes de pasar a evaluar la norma materia de cuestionamiento a la luz de los 
derechos fundamentales invocados, considero necesario precisar que, desde mi 
perspectiva, el primero de los derechos que lesiona es el derecho al trabajo, por 
cuanto se les impide el acceso al trabajo a un grupo importante de personas por el 
solo hecho tener una relación de parentesco con el personal del Poder Judicial. 

10. El derecho al trabajo principalmente implica dos aspectos fundamentales, el acceder 
a un puesto de trabajo y el derecho a no ser despedido, salvo que exista una causa 
que lo justifique (Cfr. Sentencia 1124-2001-AA/TC, Sentencia 3330-2004-PA/TC, 
Sentencia 00263-2012-PA/TC, Sentencia 03631-2012-PA/TC, Sentencia 04879-
2012-PA/TC, entre otras. 

11. Si bien es cierto que el ejercicio de los derechos fundamentales no es ilimitado, la 
imposición de límites o restricciones deben resultar razonables a fin de evitar 
eliminar o vaciar de contenido al derecho materia de limitación. 

12. Es pertinente recordar que el Tribunal Constitucional en la Sentencia 00025-2005-
PI/TC, analizó el establecimiento de límites al ejercicio del derecho de acceso a la 
función pública, precisando, entre otras cosas, que su contenido de esencial 
protección es el acceso o ingreso a la función pública, el ejercicio pleno de la 
función pública, el ascenso y las condiciones de igualdad en el acceso. 

Asimismo, se precisó que tal derecho no comprende sin más ingresar al ejercicio de 
la función pública, sino, se encuentra condicionado al cumplimiento de requisitos 
de admisión establecidos por el legislador, que pueden ser subjetivos, cuando 
depende de la capacidad de la persona aspirante; y objetivos, cuando implica 
prescindir de la capacidad laboral del postulante, por aparecer razones obligatorias 
de interés público. Sin embargo, tales restricciones igualmente deben garantizar la 
primacía de la Constitución y respetar la vigencia efectiva de los derechos 
fundamentales. 
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Adicionalmente a ello, se estableció que el derecho de acceso a la función pública 
tiene como principio consustancial el principio de mérito, el cual vincula 
plenamente al Estado y toda entidad pública en general. Esto significa que este 
principio vincula positivamente al legislador a que la regulación sobre el acceso a 
toda función pública observe irrestrictamente el principio basilar del acceso por 
mérito; asimismo, que toda actuación de la administración del Estado y de toda 
entidad pública, en general, observe tal principio en todos sus actos en relación al 
acceso a la función pública de las personas. 

Finalmente, también se dejó sentado en los fundamentos 54 y 55 de dicha sentencia 
lo siguiente: 

Las condiciones para acceder han de ser iguales. Se configura un mandato de 
igualdad en la determinación de las condiciones, lo que significa, 
correspondientemente, la institución de una prohibición de discriminación. Así, 
condiciones iguales significa condiciones no discriminatorias. 
El acceso en igualdad de condiciones implica, en principio, la lectura 
sistemática de la exclusión de motivos constitucionalmente prohibidos de 
discriminación impuesta por el derecho-principio de igualdad (art. 2, inc. 2 de 
la Constitución). Con ello, ha de concluirse que la igualdad de condiciones 
supone una prohibición de establecer discriminaciones en motivos de origen, 
raza, sexo, idioma, religión, opinión, condición económica, o 'de cualquier otra 
índole'. De esta forma, prima facie, ninguno de estos motivos podría ser 
considerados razones para el establecimiento de un requisito o procedimiento 
para el acceso a la función pública. 

13. En el caso de autos, se aprecia que la norma materia de cuestionamiento, prohíbe la 
contratación de los parientes del personal administrativo y jurisdiccional cuando los 
procesos de selección se realicen en el distrito judicial donde laboran. Es decir, se 
impide el acceso al trabajo, desde la postulación, únicamente por tener un pariente 
laborando en el distrito judicial donde se efectuó la convocatoria. 

14. Al respecto, surgen las siguientes interrogantes ¿Qué bien constitucionalmente 
valioso pretende tutelar la norma en cuestión? ¿Es razonable dicha 
prohibición con relación a la tutela que pretende brindar? ¿por qué no se 
aplica la misma incompatibilidad parenteral cuando el proceso de selección se 
apertura en un distrito judicial distinto? 

15. Como ya he esbozado en líneas anteriores, las restricciones con relación al acceso 
a la función pública, se deben basar estrictamente en condiciones de acceso, las 
cuales deben ser razonables y sin establecer aspectos discriminatorios. 

16. En el caso en cuestión, la sentencia de mayoría, entiende que la incompatibilidad 
materia de cuestionamiento, tiene por finalidad combatir el nepotismo (ver 
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fundamento 15), entendido, palabras más o menos, como el acto de privilegiar o 
favorecer a familiares en la contratación laboral por encima de otros postulantes, 
sin tomar en consideración sus aptitudes, capacidades y competencias laborales. 

17. Sin embargo, explica la mayoría que, la política antinepotismo que contiene la 
norma en cuestión, resulta razonable pues, se considera que, la contratación de 
familiares, pese a haberse realizado por un concurso público y objetivo, se 
encontraría sometido a "las sospechas sobre interferencias o conflictos de 
intereses [que] empobrecerían la legitimidad de tal decisión" (sic, fundamento 
18). Y agrega que "Podría objetarse que se está partiendo de un supuesto 
devaluativo de la persona o de los servidores públicos. No obstante, este Tribunal 
considera que en realidad estas medidas antinepotismo no hacen más que 
responder a una expectativa razonable de la imagen que tal situación puede 
generar en la opinión pública" (sic, fundamento 19). 

Sumado a ello, justifica tal postura manifestando que "en la Administración 
Pública, y más aun en el contexto del Poder Judicial, las apariencias de 
imparcialidad son importantes. Así, debe agregarse que no solo los actos de 
corrupción socavan 'la confianza ciudadana en los servidores de la Nación (...), 
sino también los contextos proclives a la generación de conflictos de intereses. Son 
estos aspectos los que las políticas antinepotismo, como la que ahora se analiza 
pretende combatir" (sic, fundamento 20). Y, además agrega que "El nepotismo (...) 
no solo se manifiesta en procesos de contratación o nombramiento. En realidad, 
las políticas para combatir el nepotismo buscan proscribir, en general, aquellas 
preferencias dadas a los parientes en el ámbito laboral de la función pública. 
Preferencias que no se limitan a la contratación o nombramiento. En realidad las 
preferencias pueden incluir mejoras salariales, mejor trato que al resto de 
trabajadores, diferenciación en la carga de trabajo, privilegios en el ascenso, entre 
otros ejemplos" (sic, fundamento 21). 

También señala la posición de mayoría que "los efectos del nepotismo no se 
generan contextos o situaciones proclives a conflictos de intereses, sino que 
también pueden  perjudicar el correcto funcionamiento de una institución. Un 
efecto razonablemente previsible es la disminución en la productividad. Si es que  
los demás trabajadores perciben la preferencia hacia cierto personal originada 
por el hecho de ser pariente de otro trabajador que, incluso, sin tener formalmente 
una situación de poder, tiene una influencia indirecta en la toma de decisiones, es 
claro que los niveles de compromiso hacia el trabajo se verían afectados. (...) Yes 
que no se trata solamente de considerar aspectos relativos a la contratación o 
nombramiento de personal, circunstancias en las que, en muchas ocasiones, las 
reglas formales escritas conviven con reglas no escritas, sino también de tener en 
cuenta aquellos relacionados con el desempeño, como, por ejemplo, la posibilidad 
de llamar la atención o, incluso separar o recomendar la separación de un familiar 
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cuando su rendimiento no es acorde a las exigencias de la labor. Así, si un 
trabajador se mantiene en un cargo o no se le llama la atención a pesar de no estar 
rindiendo adecuadamente, solamente porque tiene el apoyo de un pariente o 
familiar —que puede tener un poder formal o material al interior de determinado 
lugar de trabajo— es razonable pensar que ello afectará el compromiso del resto de 
trabajadores y, eventualmente, la ética del trabajo" (sic, fundamentos 23 a 25). 

Finalmente, se concluye que las políticas antinepotismo deben incluir al personal 
que gozan de un "poder material o de influencia en la toma de decisiones" por tener 
injerencia indirecta para contratar o nombrar personal, esto de acuerdo con lo 
dispuesto en el artículo 83 de la Ley del Servicio Civil y su Reglamento, lo cual, 
según afirma la mayoría, "sirve para justificar el sustento legal y constitucional de 
las medidas antinepotismo, en cuanto tiene por finalidad salvaguardar la 
legitimidad y el buen funcionamiento de las instituciones públicas" (sic, 
fundamento 30). 

18. En resumen, todos los argumentos planteados por la mayoría "presumen" la 
existencia de un favoritismo en la contratación de parientes, para explicar y 
justificar la prohibición materia de cuestionamiento. Y dicha presunción de 
favorecimiento la sustentan en la salvaguarda del Poder Judicial como 
institución pública a efectos de legitimar el ejercicio de sus facultades y su buen 
funcionamiento al evitar conflictos de intereses en la contratación. 

19. Al respecto, me llama poderosamente la atención la fórmula que el Legislador ha 
optado para procurar evitar el nepotismo y que la mayoría pretende justificar, pues, 
únicamente, se ha regulado prohibiciones de contratación de parientes, generando 
una especie de "muerte civil por cuestiones parenterales" para aquellas personas 
que, por lazos consanguíneos, de afinidad, matrimonio o unión de hecho, 
eventualmente, quisieran participar de la función pública no representativa en 
determinado espacio geográfico donde labora un familiar. Así, el artículo bajo 
análisis "presume" que los parientes de los trabajadores administrativos y 
jurisdiccionales del Poder Judicial del distrito judicial donde se apertura un 
proceso de selección de personal, por defecto, son postulantes no calificados 
para desempeñar las labores requeridas; sin embargo, sí lo serían si postulan 
a la misma plaza, pero existente en un lugar distante de aquel donde labora su 
familiar. 

O sea no, pero sí. ¿Puede justificarse así una política antinepotismo? ¿dónde 
queda el principio basilar de mérito para el acceso a la función pública? 

20. Respondiendo a la primera interrogante propuesta en el punto 14 supra, tenemos 
que los bienes constitucionales que pretende tutelar la norma cuestionada, según la 
mayoría, son la legitimidad del Poder Judicial como institución pública frente a la 
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ciudadanía (reputación) y el buen funcionamiento del Poder Judicial al evitar 
conflicto de intereses. 

21. Desde mi punto de vista, el Poder Judicial como institución se legitima por 
ejercer sus funciones de manera correcta, apegada a la Constitución y a la ley, 
y no por el porcentaje de aprobación o desaprobación ciudadana que pueda 
generar. Me explico. La administración de justicia como tal, no puede 
preocuparse del qué dirá la ciudadanía sobre el ejercicio de sus funciones, pues 
por obvias razones, todas las decisiones que adopte pueden ser materia de 
crítica y escrutinio público, y no por ello, son erradas. Al respecto, es necesario 
recordar que la administración de justicia se debe guiar por el buen razonamiento 
que el juez y sus órganos de auxilio judicial, puedan plasmar en sus decisiones, a la 
luz de los hechos que se evalúen en cada caso concreto y no por las personas que 
participan en él. 

22. En tal sentido, el principio de imparcialidad en la elección de personal debe 
garantizar la elección del mejor postulante, no por su grado de parentesco, 
sino por los méritos que cualquier persona (incluyendo familiares) puedan 
demostrar en un proceso de selección de personal (cualidades, calificaciones y 
competencias), a fin de evitar subjetivismos carentes de toda lógica racional. 

23. Con relación al buen funcionamiento del Poder Judicial como segundo bien 
constitucional que la norma cuestionada pretende tutelar, estimo conveniente 
señalar que, a mi juicio, resulta por demás subjetivo presumir la existencia de 
"conflictos de intereses" cuando se da la contratación de familiares en el mismo 
distrito judicial donde ya trabaja su pariente, pues se asume que este recibirá un 
trato condescendiente por dicha particular condición. 

24. Al respecto considero necesario recalcar que la función pública se trata de 
trabajar a favor de la ciudadanía de la manera más eficiente y productiva 
posible a fin de coadyuvar con las finalidades de la entidad pública a la que 
pertenece. Dicho sentido de empatía con la ciudadanía y con el país de los 
servidores públicos es mucho más visible en el campo de las fuerzas policiales 
y fuerzas armadas, por el tipo de formación y disciplina que se les inculca en 
las diversas escuelas, pero también existe en los demás sectores del Estado, 
pues trabajar para y por el país, no es una labor a destajo y de solo 
cumplimiento de metas de productividad, es materializar el proyecto de país 
que todos los peruanos merecemos para vivir en armonía. 

En tal sentido, no puede perderse de vista que un servidor público es, al final de 
cuentas, un trabajador al servicio del país, y por ello, en su formación, se requiere 
características particulares de servicio. 
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25. ¿Acaso un servidor público con vocación de servicio no puede inculcar en sus 
hijos y parientes esa vocación? Particularmente, considero que son los 
servidores públicos con alto sentido de vocación de servicio, los que generan 
mejores ciudadanos, pues inculcan desde casa, valores cívicos que permiten 
formar futuros servidores públicos con iguales o mejores cualidades para este 
servicio. Vetar generaciones de personas por el solo hecho del parentesco, a la 
larga solo perjudica la vocación de servicio público, pues impide sin 
justificación alguna, captar a personas que, por experiencia de formación 
familiar, conocen de cerca la ética en la función pública, el servicio a la Nación 
y el sacrificio laboral que implica mantener un vínculo laboral con el Estado; 
y, aun así, todavía consideran la posibilidad de incorporarse a la función 
pública. 

Por ello, no comprendo el subjetivismo del "conflicto de intereses" que alude la 
mayoría, pues un padre o madre servidor público de vocación, esperará un 
desempeño igual o mejor de su familia en el ejercicio de la función pública, pues 
por encima del parentesco se encuentra el servicio a la Nación; hecho por el cual, 
no podría presumirse acciones tendientes a facilitar el trabajo asignado, todo lo 
contrario, su exigencia será superior, dado la capacidad adicional de formación 
familiar que tiene. 

26. En tal sentido y, respondiendo la segunda y tercera interrogante del punto 14 supra, 
opino que la incompatibilidad contenida en el numeral 3, del artículo 42, de la Ley 
de Carrera Judicial resulta irrazonable, pues justifica de manera prejuiciosa y 
negativa la participación de familiares en la función pública, al descalificarlos por 
razones geográficas, sin observar que existen mecanismos que permitirían evitar no 
solo el nepotismo como lo entiende la Ley 26771, sino el favoritismo en la función 
pública en sí mismo, como por ejemplo, el seguimiento permanente y constante de 
las Oficinas de Control Institucional de cada entidad pública, respecto del 
cumplimiento de metas en términos de eficiencia y eficacia de la labor de todos los 
trabajadores y sus familiares —y de sus amistades entre sí—; esto con la finalidad de 
evitar cualquier tipo de favoritismo en el desempeño de sus funciones. Considero 
que, medidas de este tipo, permitirían evitar una intervención grave en el derecho 
al trabajo en cuanto al acceso a la función pública de familiares (muerte civil en la 
función pública por razones geográficas), y promoverían no solo la vocación de 
servicio, pues permiten a los familiares a seguir los pasos de parientes que, con 
antelación, han servido al país cumpliendo cabalmente sus funciones; sino también, 
se potenciaría las funciones de los órganos de control institucional, cuyo fin es 
detectar posibles irregularidades en la función pública. 

27. Por dichas razones, considero que la norma cuestionada resulta inconstitucional al 
afectar irrazonablemente el derecho al trabajo y el acceso a la función pública. 
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Sobre la libertad de trabajo 

28. Con relación a la libertad de trabajo, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
ha venido, con gran acierto, definiendo sus alcances. Así, en el fundamento 26 c, 
de la Sentencia 00008-2003-PI/TC, se ha precisado que: 

La libertad de trabajo [e]stablecida en el inciso 15) del artículo 2° de la 
Constitución, se formula como el atributo para elegir a voluntad la actividad 
ocupacional o profesional que cada persona desee o prefiera desempeñar, 
disfrutando de su rendimiento económico y satisfacción espiritual; así como de 
cambiarla o de cesar de ella. Para tal efecto, dicha facultad autodeterminativa 
deberá ser ejercida con sujeción a la ley. Por ello es que existen limitaciones 
vinculadas con el orden público, la seguridad nacional, la salud y el interés 
público. 
La Constitución asegura el derecho de optar, a condición de que sea lícita, por 
alguna actividad de carácter intelectual y/o física, con el objeto directo o indirecto 
de obtener un provecho material o espiritual; tal atributo se extiende a la potestad 
de posteriormente cambiar o cesar en dicha labor. 

Asimismo, en los fundamentos 3 a 5, de la Sentencia 00661-2004-PA/TC, se ha dicho 
lo siguiente: 

... la Constitución reconoce en el artículo 2° inciso 15, que toda persona tiene 
derecho a trabajar libremente con sujeción a la ley. Conforme a la Cuarta 
Disposición Final y Transitoria de la Constitución, las normas relativas a los 
derechos y libertades que aquella reconoce se interpretan de conformidad con la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos y los Tratados Internacionales 
sobre la misma materia ratificados por el Perú. 
En tal sentido, el artículo 23° de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos reconoce que toda persona tiene derecho a la libre elección de su 
trabajo. A su turno, el artículo 6 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales consagra el derecho de toda persona a tener la oportunidad 
de ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado. Por su 
parte, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, preceptúa 
en su artículo 7°, literal b), 'el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y 
a dedicarse a la actividad que mejor responda a sus expectativas y a cambiar de 
empleo, de acuerdo con la reglamentación nacional respectiva'. 
En consecuencia, el derecho a la libertad de trabajo comprende de manera 
enunciativa: el derecho de todo trabajador a seguir su vocación y a dedicarse a la 
actividad que mejor responda a sus expectativas, la libre elección del trabajo, la 
libertad para aceptar o no un trabajo y la libertad para cambiar de empleo. En el 
presente caso la demandante no se encuentra en ninguno de los supuestos 
descritos. 
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También se ha manifestado en la Sentencia 08726-2005-AA/TC (fundamento 7), 
que: 

La libertad de trabajo, en cuanto derecho fundamental, detenta una doble faz. Por 
un lado, constituye derecho de defensa y, por otro, derecho de protección. En 
cuanto derecho de defensa, proyecta su vinculatoriedad típica, clásica, oponible 
al Estado y a particulares, como esfera de actuación libre. En cuanto derecho de 
protección, la libertad de trabajo reconoce a la persona el derecho a una acción 
positiva, que vincula al Estado a la protección activa del bien jusfundamental 
protegido —libre trabajo— a través del establecimiento de normas, procedimientos 
e instituciones orientadas a hacer posible el ejercicio de tal derecho fundamental. 
En virtud de ello se constituye para el Es 
tado y el poder público en general lo que el Tribunal Constitucional alemán ha 
denominado en su jurisprudencia como 'deber de protección'. Tal deber de 
protección ha sido acogido por la doctrina jurisprudencia) de este Tribunal. Ahora 
bien, dado que la libertad de trabajo constituye también un derecho de protección, 
se configura un deber de protección de tal derecho, conforme al cual, el Estado y 
las municipalidades deben desarrollar o adoptar normas, procedimientos e 
instituciones, orientadas a la posibilidad de su real, efectivo y pleno ejercicio. 

Aunado a este deber de protección, también se ha afirmado, en la Sentencia 01769-
2012-PA/TC (fundamentos 3.2 a 3.2.3) lo siguiente: 

En reiterada y uniforme jurisprudencia el Tribunal Constitucional ha desarrollado 
el contenido esencial de las denominadas libertades económicas que integran el 
régimen económico de la Constitución de 1993 -libertad contractual, libertad de 
empresa, libre iniciativa privada, libre competencia, entre otras-, cuya real 
dimensión, en tanto límites al poder estatal, no puede ser entendida sino bajo los 
principios rectores de un determinado tipo de Estado y el modelo económico al 
cual se adhiere. 

Consecuentemente, en el caso peruano, 'esto implica que las controversias que 
surjan en torno a estas libertades, deban encontrar soluciones sobre la base de 
una interpretación constitucional sustentada en los alcances del Estado social y 
democrático de derecho (artículo 4.3° de la Constitución) y la economía social de 
mercado (artículo 58 de la Constitución). En una economía social de mercado, 
el derecho a la libertad de empresa, junto con los derechos a la libre iniciativa 
privada, a la libertad de comercio, a la libertad de industria y a la libre 
competencia, son considerados como base del desarrollo económico y social del 
país, y como garantía de una sociedad democrática y pluralista. 
Coincidentemente con esta concepción, la Constitución en su artículo 60° 
reconoce expresamente el pluralismo económico y que la empresa tiene las 
características de promotora del desarrollo y sustento de la economía nacional' 
(Cfr. STC. N.° 01405-2010-PA/TC). 
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3.2.1. En este contexto, se ha entendido que la libre iniciativa privada supone "la 
asignación de bienes a la actividad productiva, de ahí que sea materia de tutela 
la libre determinación o la autonomía de decidir si es como emprender o 
desarrollados tal actividad Económica. Nacional (Cfr. STC. N.° 01405-2010-
PA/TC). 

3.2.2. En tanto que, respecto a la facultad de trabajar libremente, se ha entendido 
que "el contenido o ámbito de protección del derecho al trabajo constituye la 
facultad de ejercer toda actividad que tenga como finalidad el sustento vital de 
la persona". (Cfr. STC N.° 10287-2005-PA/TC) 

3.2.3. Empero, las citadas libertades no son ilimitadas, ni irrestrictas, pues deben 
ser ejercidas en armonía con otros bienes constitucionales igualmente valiosos 
basados en la dignidad humana. Así lo ha entendido este Tribunal cuando ha 
establecido que: "Si bien la Constitución busca garantizar el máximo respeto al 
ejercicio de las libertades económicas de los particulares, tal objetivo no puede 
concebirse de manera absoluta y aislada de la necesidad de protección de otros 
bienes constitucionales igualmente valiosos basados en la dignidad humana. De 
ahí que el propio ejercicio de las llamadas libertades económicas no se concibe 
como fin en si mismo y ajeno al ideal del orden económico y social justo" (Cfr. 
STC N.° 0034-2004-AI/TC, fundamento 25). 

En tal sentido, a través del Auto 02191-2013-PA/TC (considerando 5), se ha 
concluido también que 

... el derecho al libre ejercicio de la profesión es uno de aquellos derechos que 
forma parte del contenido de otro. En concreto, del derecho a la libertad de 
trabajo, reconocido en el artículo 2 inciso 15, de la Constitución. Como tal, 
garantiza que una persona puede ejercer libremente profesión para la cual se ha 
formado, como medio de realización personal. 

En esa misma línea, se ha señalado en el fundamento 8, de la Sentencia 00393-
2013-PAITC, que 

... el derecho al trabajo se manifiesta también en el derecho a la libertad de trabajo 
regulado en el artículo 27.° de la Constitución: es decir, el derecho que poseen 
todas las personas 'para elegir la profesión o el oficio que deseen'. Así, el Estado 
no solo debe garantizar el derecho de acceder a un puesto de trabajo o proteger al 
trabajador frente al despido arbitrario, sino que, además, debe garantizar la 
libertad de las personas de elegir la actividad mediante la cual se procuran los 
medios necesarios para su subsistencia. 

29. Como es de verse, la jurisprudencia constitucional abunda en el desarrollo de la 
tutela del derecho a la libertad de trabajo, tomando en cuenta no solo su condición 
de derecho fundamental, sino también de libertad económica a fin de garantizar a 
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la persona el libre acceso al trabajo elegido y su capacidad de decidir, con libertad, 
si acepta o declina realizar dicha actividad. 

30. En tal sentido, el establecimiento de normas que restrinjan la libertad de elegir un 
empleo, requiere una base objetiva que justifique razonable y constitucionalmente 
tal limitación. Al respecto, la Norma Constitucional es clara al señalar que la 
libertad de trabajo se desarrolla con sujeción a la ley (artículo 2, inciso 15), es decir, 
que el ejercicio de este derecho debe darse siempre en condiciones 
constitucionalmente lícitas, lo cual plantea, al mismo tiempo, el primer ámbito 
constitucionalmente admitido de restricción de este derecho: lo ilícito. Otros 
ámbitos de restricción constitucionalmente admitidos son la moral, la salud y la 
seguridad públicas (artículo 59). 

31. Teniendo en cuenta ello, a mi juicio, existe un parámetro constitucional objetivo y 
razonable que permite al legislador regular, normativamente, causales legítimas y 
objetivas para establecer límites al derecho a la libertad de trabajo. Claro está que 
dichas causas constitucionalmente admitidas, en su regulación no pueden afectar 
otros derechos constitucionales o su contenido constitucionalmente protegido. 

32. Ingresando al análisis de la disposición cuestionada, es necesario responder la 
siguiente pregunta ¿Tener parentesco de consanguineidad o de afinidad por 
matrimonio o unión de hecho encuadra como un supuesto constitucionalmente 
admitido para restringir el derecho a la libertad de trabajo, en su faceta de elegir y 
postular a un trabajo, y desempeñar o desarrollar funciones como servidor público 
en el Poder Judicial? 

33. En primer lugar, como es evidente, la cuestionada regulación no encaja en los 
supuestos de moral, salud y seguridad públicas que establece el artículo 59 de la 
Constitución. 

34. Sin embargo, el cuestionado impedimento ¿podría ser considerado dentro del 
espectro de "lo ilícito"? 

35. A mi consideración, "lo ilícito" implica situaciones fuera de la legalidad, como, por 
ejemplo, la contratación de transporte de bienes de contrabando, la esclavitud 
sexual, la compraventa de bienes robados, entre otros. 

36. ¿Puede regularse entonces al parentesco como una causa de restricción 
constitucionalmente válida del derecho a la libertad de trabajo? ¿Existe una 
justificación razonable? 
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37. Si bien puede ser cierto que, en los hechos, algunos funcionarios y servidores 
públicos con poder de decisión han tenido conductas de favoritismo frente a sus 
parientes promoviendo, en ocasiones, su contratación en lugar de personal con 
mejores calificaciones; dicha conducta no justifica, razonablemente, la 
incorporación de esta situación como una causa ilícita para contratar (con el Poder 
Judicial en particular y con el Estado en general); todo lo contrario, evidencia la 
subjetividad que en sí misma contiene, dado que descalifica sin base fáctica alguna, 
la posibilidad de los parientes de si quiera competir para demostrar sus capacidades 
para el puesto que pretenden acceder. 

38. Desde otra perspectiva ¿resultaría razonable que el Estado no contratara al mejor 
médico cirujano especialista en cirugía cardiopulmonar por el solo hecho de ser 
hermano del Ministro de Salud? A mi juicio no, pues el Estado estaría perdiendo al 
mejor profesional que pudiera captar para dicho sector, solo por una presunción de 
favoritismo carente de base fáctica y jurídica, perjudicando directamente las 
posibles mejoras del servicio de salud que pudieran darse en favor de la población. 

39. Si bien es cierto que normas como las aquí impugnadas, pretenden de algún 
modo evitar un mal uso de los recursos públicos en la contratación de personal 
deficiente, dicha razón no justifica de modo suficiente la creación de este 
impedimento como restricción del derecho a la libertad de trabajo de los 
parientes de funcionarios y servidores públicos, debido a que el desarrollo 
eficiente de capacidades en el trabajo debe medirse específicamente por el 
resultado que cada trabajador rinde en el ejercicio de sus funciones y no por 
el hecho real y hasta casual de mantener un parentesco. 

40. En todo caso, y pese a que la conducta de contratación de parientes de funcionarios 
y servidores públicos puede resultar reprochable, considero que existen medidas 
menos gravosas que permiten llegar al mismo resultado que la cuestionada 
disposición pretende alcanzar, pues basta que cada entidad pública inicie los 
respectivos procedimientos de supervisión y evaluación laboral a fin de separar a 
aquel personal deficiente de conformidad con la normatividad laboral vigente. 
Siendo, en todo caso, importante la participación de la Contraloría General y los 
órganos de control institucional a fin de hacer seguimiento al personal que no 
cumple con las metas requeridas, esto a modo de colaboración en la mejora de los 
servicios que el Estado debe brindar con eficiencia. 

41. Por tales razones, a mi juicio, disposiciones como la contenida en el inciso 3, del 
artículo 42 de la Ley de la Carrera Judicial, resultan inconstitucionales dado que 
carecen de una justificación razonable para restringir el derecho a la libertad de 
trabajo de personas con parentesco, al descalificar automáticamente su posibilidad 
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de participación en procesos de selección de personal, razón por la cual, opino por 
declarar fundada la demanda en este extremo. 

Sobre el principio de igualdad de oportunidades sin discriminación 

42. Por otro lado, y dado que también se ha invocado como lesionado el principio de 
igualdad de oportunidades sin discriminación, a continuación, analizaré dicho 
extremo de la demanda. 

43. Con relación al citado principio, el Tribunal Constitucional en la Sentencia 00008-
2005-PI/TC (fundamento 26) ha señalado lo siguiente: 

La igualdad de oportunidades —en estricto, igualdad de trato— obliga a que la 
conducta ya sea del Estado o los particulares, en relación a las actividades 
laborales, no genere una diferenciación no razonable y, por ende, arbitraria. 
En ese sentido, la discriminación en materia laboral aparece cuando se afecta 
al trabajador en sus características innatas como ser humano (lo propio y 
privativo de la especie), o cuando se vulnera la cláusula de no discriminación 
prevista por la Constitución. 
Miguel Rodríguez Piñeiro y Mejía Fernández López (Igualdad y 
discriminación. Madrid, Tecnos, 1986, p. 47) exponen que para establecer si 
una conducta en una empresa es discriminatoria o una diferenciación es 
razonable, es necesario precisar cuándo dos situaciones reales son 
equiparables y cuándo sus similitudes predominan sobre sus diferencias. 
La discriminación en materia laboral, strictu sensu, se acredita por los dos 
tipos de acciones siguientes: 
Por acción directa: la conducta del empleador forja una distinción basada en 
una razón inconstitucional. En esta hipótesis, la intervención y el efecto 
perseguibles se fundamentan en un juicio y una decisión carente de 
razonabilidad y proporcionalidad. 
Tal el caso de la negación de acceso al empleo derivada de la opción política 
o sexual del postulante, por la concesión de mayores beneficios a unos 
trabajadores sobre otros, por su mera condición de no afiliados a una 
organización sindical, el despido por el solo hecho del ejercicio de las 
actividades sindicales, etc. 
Por acción indirecta: la conducta del empleador forja una distinción basada en 
una discrecionalidad antojadiza y veleidosa revestida con la apariencia de "lo 
constitucional", cuya intención y efecto perseguible, empero, son 
intrínsecamente discriminatorios para uno o más trabajadores. 
Tal el caso, por ejemplo, de las reglas de evaluación laboral sobre la base de 
exigencia de conocimientos no vinculados con la actividad laboral del o los 
trabajadores. 
Dichas acciones, proscritas por la Constitución, pueden darse en las 
condiciones o circunstancias siguientes: 

- Acto de diferenciación arbitraria al momento de postular a un empleo. 
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- Acto de diferenciación arbitraria durante la relación laboral (formación y 
capacitación laboral, promociones, otorgamiento de beneficios, etc.). 

Mediante la Ley N.° 26772, modificada por la Ley N.° 27270, se regulan los 
actos de discriminación, tanto en el acceso al empleo como en el trato dentro 
de una relación laboral. 
En ese contexto, se proscribe la utilización de criterios de selección que 
carezcan de una justificación objetiva y razonable; la adhesión a criterios de 
selección simultáneamente distintos, cuando las situaciones de postulación 
son idénticas; amén de tratos diferenciados basado en motivos de raza, sexo, 
religión, opinión, origen social, etc. 

Asimismo, en la Sentencia 05652-2007-PA/TC (fundamentos 16 a 21), ha acotado 
que: 

La obligación de no discriminación no debe confundirse con el derecho de 
toda persona a ser tratada igual ante la ley, tanto en formación de la norma 
como en su interpretación o aplicación. 
Las Naciones Unidas han definido la discriminación como toda "distinción, 
exclusión, restricción o preferencia que se basen en determinados motivos, 
como la raza, el color, el sexo, el idioma, la religión, la opinión política o de 
otra índole, el origen nacional o social, la posición económica, el nacimiento 
o cualquier otra condición social, y que tengan por objeto o por resultado 
anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio, en condiciones de 
igualdad, de los derechos humanos y libertades fundamentales de todas las 
personas". 
A su vez, el derecho a ser tratado igual ante la ley, consiste en evitar que a una 
persona se le limite cualquier otro de sus derechos, por los motivos antes 
mencionados o por otros, de manera injustificada, mientras que el derecho a 
la igualdad en la aplicación o interpretación de la ley implica que un mismo 
órgano (jurisdiccional o administrativo) no puede modificar arbitrariamente el 
sentido de sus decisiones en casos sustancialmente iguales, a menos que 
considere que debe apartarse de sus precedentes, para lo cual debe ofrecer una 
fundamentación suficiente y razonable que lo justifique. 
La igualdad, en tanto principio, es uno de los pilares del orden constitucional 
que permite la convivencia armónica en sociedad y es también un principio 
rector de la organización del Estado Social y Democrático de Derecho y de la 
actuación de los poderes públicos y de los particulares. En tanto derecho 
implica una exigencia de ser tratado de igual modo respecto a quienes se 
encuentran en una idéntica situación, debido a que los derechos a la igualdad 
y a la no discriminación se desprenden de la dignidad y naturaleza de la 
persona humana. 
Cabe destacar que la no discriminación y la igualdad de trato son 
complementarias, siendo el reconocimiento de la igualdad el fundamento para 
que no haya un trato discriminatorio. De esta forma, la igualdad de las 
personas incluye: (i) el principio de no discriminación, mediante el cual se 
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prohíbe diferencias que no se pueda justificar con criterios razonables y 
objetivos; y (ii) el principio de protección, que se satisface mediante acciones 
especiales dirigidas a la consecución de la igualdad real o positiva. 
Sin embargo, tanto la prohibición de discriminación como el derecho a la 
igualdad ante la ley pueden implicar tratos diferenciados, siempre que posean 
justificación objetiva y razonable, es decir, que el tratamiento desigual no 
conduzca a un resultado injusto, irrazonable o arbitrario. El derecho a la 
igualdad no impone que todos los sujetos de derecho o todos los destinatarios 
de las normas tengan los mismos derechos y las mismas obligaciones. Es 
decir, no todo trato desigual constituye una discriminación 
constitucionalmente prohibida, sino sólo aquella que no está razonablemente 
justificada. 
Teniendo en cuenta lo señalado, puede concluirse que no todo trato desigual 
ante la ley es una discriminación constitucionalmente prohibida, puesto que 
no basta con que la norma establezca una desigualdad, sino que ésta no debe 
ser justificada objetivamente. En este sentido la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos ha señalado que "no todo tratamiento jurídico diferente es 
propiamente discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede 
considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana". 
En conclusión, la prohibición de discriminación es una obligación general de 
los Estados en materia de derechos humanos, que les impide privar el goce o 
el ejercicio de los derechos humanos a personas que se encuentren sujetas a 
su jurisdicción, ya sea por motivos de origen, sexo, raza, color, orientación 
sexual, religión, opinión, condición económica, social, idioma, o de cualquier 
otra índole. 

Este pleno, reiterando la consolidada jurisprudencia sobre esta materia, ha 
manifestado en la Sentencia 01423-2013-PA/TC (fundamentos 18 a 20), que el 
derecho a la igualdad: 

... ostenta la doble condición de principio y de derecho subjetivo 
constitucional (Cfr.STC N.° 0045-2004-AI, F.J. 20). Como principio, 
constituye el enunciado de un contenido material objetivo que, en tanto 
componente axiológico del fundamento del ordenamiento constitucional, 
vincula de modo general y se proyecta sobre todo el ordenamiento jurídico. 
Como derecho fundamental, constituye el reconocimiento de un auténtico 
derecho subjetivo, esto es, la titularidad de la persona sobre un bien 
constitucional; la igualdad oponible a un destinatario. Se trata del 
reconocimiento de un derecho a no ser discriminado por razones proscritas 
por la propia Constitución (origen, raza, sexo, idioma, religión, opinión, 
condición económica) o por otras ("motivo" "de cualquier otra índole) que 
jurídicamente resulten relevantes. 
La obligación de no discriminación se encuentra prevista de manera expresa 
en el artículo 1.1. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en 
el artículo 3 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 
Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y 
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Culturales. La obligación de no discriminación no debe confundirse con el 
derecho de toda persona a ser tratada igual ante la ley, tanto en la formación 
de la norma como en su interpretación o aplicación. 
Este derecho no garantiza que todos los seres humanos sean tratados de la 
misma forma siempre y en todos los casos. Como ha sostenido la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, puesto que "la igualdad y la no 
discriminación se desprenden de la idea de unidad de dignidad y naturaleza de 
la persona, es preciso concluir que no todo tratamiento jurídico diferente es 
propiamente discriminatorio, porque no toda distinción de trato puede 
considerarse ofensiva, por sí misma, de la dignidad humana" (Opinión 
Consultiva N° 4/84). La igualdad jurídica presupone, pues, dar un trato igual 
a lo que es igual y desigual a lo que no lo es. De modo que se afecta a esta no 
solo cuando frente a situaciones sustancialmente iguales se da un trato 
desigual (discriminación directa, indirecta o neutral, etc.), sino también 
cuando frente a situaciones sustancialmente desiguales se brinda un trato 
igualitario (discriminación por indiferenciación). 

44. La disposición en cuestión establece el impedimento de contratación a personas con 
parentesco con el personal administrativo y jurisdiccional de un mismo distrito 
judicial, es decir, que sí se permite la contratación de personas bajo esta condición 
cuando la postulación se ha dado en distritos judiciales distintos. Sin embargo, se 
prohíbe dicha contratación cuando se trata del mismo distrito judicial ¿qué razón 
puede resultar constitucionalmente válida para prohibir la contratación de 
familiares en el distrito judicial donde labora un familiar suyo? 

45. A nivel de un análisis de igualdad de oportunidades, se aprecia que la prohibición 
impuesta por la norma materia de cuestionamiento, carece de sustento razonable, 
pues la permisibilidad de la contratación de parientes aplica de manera general con 
la excepción del distrito judicial en donde labora su pariente como funcionario o 
servidor del Poder Judicial. Sin embargo, la norma impugnada apunta a evitar 
que familiares laboren en un mismo distrito judicial, planteando una 
presunción de favoritismo en la contratación por el solo hecho de que un 
funcionario o servidor público tenga vínculo parenteral con un posible 
postulante, lo cual a todas luces resulta arbitrario. 

46. En efecto, la descalificación de una persona por la sola condición parenteral 
para la contratación carece de base razonable, pues no puede justificarse el 
establecimiento de una diferencia de trato entre personas que se encuentran 
en una misma condición (postulantes parientes de funcionarios o servidores 
públicos del Poder Judicial) por el solo hecho de la localización física o territorial 
(el mismo distrito judicial), dado que ello implicaría establecer una 
descalificación subjetiva de la persona, no por una condición objetiva especial 
(capacidades diferentes, condiciones médicas, por ejemplo), sino por una 
situación subjetiva que propende a restringir la empleabilidad de un sector 
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específico de personas por el solo hecho de mantener un vínculo consanguíneo 
o de afinidad con un funcionario o servidor público que labora en un específico 
distro judicial. 

47. En tal sentido, considero que la norma materia de impugnación lesiona el derecho 
a la igualdad de oportunidades de los parientes de los servidores y funcionarios 
administrativos y jurisdiccionales del Poder Judicial que pretendan postular a un 
proceso de selección de personal, pues se restringe inconstitucionalmente por solo 
su condición de parientes, su posibilidad de participar y posteriormente, ser 
contratado, para ejercer funciones en dicho poder del Estado. 

48. Por dicha razón, opinó que la disposición materia de demanda es inconstitucional. 

Sentido de mi voto 

Mi voto es porque se declare FUNDADA la demanda, y, en consecuencia, se declare 
INCONSTITUCIONAL el artículo 42, inciso 3, de la Ley de Carrera Judicial por 
contravenir los derechos al trabajo, al acceso a la función pública y a la libertad de trabajo; 
y el principio de igualdad de oportunidades sin discriminación. 

Lo que certifico: 

	I 	 
%vio Reátegui Apaza 

Secretario Relator 
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 
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